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Insubordinación y desarrollo
Las claves del éxito y el fracaso de las naciones
Prólogo de Aldo Ferrer
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Hay una falsificación de la historia –construida desde los centros hegemónicos del poder 
mundial– que oculta el camino real que recorrieron las naciones hoy desarrolladas para construir 
su poder nacional y alcanzar su actual estado de bienestar y progreso.
Desentrañar estas cuestiones es fundamental para la comprensión de las claves del fracaso y 
el éxito de las naciones en el devenir de la historia. Pero, sobre todo, dilucidar las causas de la 
crisis que atraviesa en particular la Unión Europea es un tema de primer orden– principalmente 
para los países de América del Sur– a fin de no repetir los errores que ha cometido Europa en 
su proceso de integración.
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Se va cerrando el segundo semestre con una atenuación de la caída de la activi-
dad industrial. Se avizora para el cierre del año una caída del sector industrial de 
2% respecto a 2010 y del 10% respecto a 2011. También se verifica una baja de las 
importaciones y las exportaciones, con una merma del déficit de la balanza co-
mercial industrial. Aunque el empleo se ve menos afectado, desde hace tiempo 
ha dejado de crecer.

La reciente recuperación de la industria automotriz y de la actividad petro-
lera, enmascara el resto de las actividades industriales. En muchos sectores la 
preocupación e incertidumbre se mantiene. Por ejemplo, en sectores clave co-
mo la metalmecánica, el cierre del 4° trimestre debería ser excelente para evitar 
la caída anual que estuvo impulsada principalmente por el sector de maquinaria 
agrícola, autopartes y bienes de capital en general. 

Como hemos señalado no hay evidencias de catástrofe ni recesión genera-
lizada, pero sí de pérdida sostenida de competitividad, disminución de la acti-
vidad y merma de las exportaciones. También empiezan a aparecer despidos. 
Sobre todo en un sector clave, con empleo de alta calificación, como el de bienes 
de capital. Un indicador fuerte de esta situación es que las empresas con conti-
nuidad dentro del régimen del decreto 379/2001 han disminuido a la tercera par-
te desde que se intensificaron los controles de sostenimiento de empleo.

Los rasgos estructurales heredados y acentuados que atentan contra el de-
sarrollo industrial nacional son: ausencia de una banca de fomento industrial, 
estructura impositiva regresiva, insumos básicos en manos de capitales concen-
trados y en muchos casos extranjeros, escasa o poco virtuosa utilización del po-
der de compra estatal.

La persistencia de esta estructura industrial trunca hace que a la salida de 
cada ciclo de ascenso y descenso quedemos en peores condiciones para enfren-
tar el siguiente. Esto debe revertirse, modificando la estructura del entrama-
do industrial. Para ello es imprescindible en el mediano y largo plazo utilizar de 
manera decidida el poder de compra estatal para ganar densidad industrial na-
cional y destinar recursos financieros como plataformas para el desarrollo in-
dustrial nacional. Otro de los pilares más potentes (e inmediatos) debería ser 
la sustitución de importaciones en ciertas industrias relevantes y en las cuales 
existe suficiente masa crítica como para avanzar por esa vía.
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Integración productiva
en el Mercosur

APÉNDICE DEL
MERCADO MUNDIAL
Las primeras décadas del siglo XXI en-
cuentran a los países del Mercosur (y 
de toda América Latina) en una coyun-
tura muy favorable. Los altos precios, 
con records históricos, de las materias 
primas agrícolas, minerales e hidrocar-
buríferas han permitido un período de 
crecimiento sostenido.

Esto se sustenta en un nuevo patrón 
de demanda mundial, orientado hacia 
agroalimentos, combustibles y minera-
les demandados por China e India.

En el Cuadro Nº 1 se observa para 
América Latina y el Caribe la tasa de va-
riación del producto interno bruto total. 
Se puede confirmar que todos los países 
de la región han crecido a tasas signifi-
cativas durante los últimos años.

El Gráfico Nº 2 muestra la fuerte 
correlación entre el crecimiento de los 
emergentes y el precio de los comodit-
ties. Esto certifica que el ciclo de creci-
miento se asocia a la exportación de los 
recursos naturales.

Finalmente el Gráfico Nº 3 muestra 
que las importaciones de China e India, 
son el motor que impulsa la demanda 
creciente y el crecimiento de los térmi-

nos de intercambio para los países de 
América del Sur.

EL SECTOR INDUSTRIAL: 
ASIMETRÍAS CON BRASIL
Nos concentraremos en el sector me-
talmecánico, poniendo el foco en los 
bienes de capital, ya que es el sector 
que define la competitividad de las na-
ciones y establece el contenido tecno-
lógico de un país.

Argentina posee una larga, y en mu-
chos casos pionera, historia de desarro-
llo científico, tecnológico e industrial. En 
las últimas décadas ha perdido protago-
nismo. A su vez Brasil ha crecido en can-
tidad y calidad en el último medio siglo.

En muchos sectores que Argentina 
abandonó o en los cuales debilitó su 
presencia, Brasil ha pasado a ocupar la 
vacancia. Nos referimos a las industrias 
naval, aeronáutica, nuclear, petrolera. 
To das ellos sectores estratégicos, que 
traccionan múltiples cadenas de valor 
industrial. A su vez, en otros sectores 
donde Argentina mantiene una escala 
apreciable, Brasil multiplica su produc-
ción. Por ejemplo equipos de transporte 
y maquinaria agrícola. Incluso Brasil ha 
desarrollado áreas que Argentina nunca 

Argentina y Brasil tienen una larga historia, ya bicentenaria, de 

disputas, rivalidades, acuerdos e integración. Mirando dentro 

del Mercosur, Uruguay como país independiente es producto de 

uno de esos procesos de enfrentamiento y negociación entre sus 

vecinos mayores, cerrado políticamente a mediados del siglo 

XIX. Lo mismo podemos decir de Paraguay, cuyo desarrollo como 

nación independiente fue cercenado hacia 1865 por el acuerdo 

militar de sus tres vecinos de entonces, ahora socios. Ninguno 

de esos tiempos de convenios y pugnas estuvo exento de la 

incidencia de potencias extranjeras. En los casos señalados, 

especialmente Gran Bretaña y en menor medida Francia. El 

acuerdo que dio origen al Mercosur y su devenir posterior, 

hasta nuestros días tampoco estuvo exento de la intervención 

de intereses extranjeros, expresados fundamentalmente en las 

grandes empresas automotrices. ¿El futuro de la integración 

productiva podrá soslayar estos antecedentes? ¿Cuál es el 

escenario que enfrentaremos en los próximos años?
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abordó como la exploración y explota-
ción off-shore de petróleo y gas.

Los problemas que enfrentan am-
bos sectores industriales son similares, 
aunque la escala productiva y su inte-
gración son diferentes. 

En cuanto a la escala, Brasil es supe-
rior a la Argentina tanto en producción 
como en exportaciones e inversiones.

Respecto a la inversión extranjera di-
recta, durante 2011 en Brasil fue del 2,7% 
del PBI (U$S 67.689) frente a la Argentina 
con un registro de 1,2% del PBI (U$S 5.755).

En los últimos 30 años el PBI de Brasil 
ha sido superior al de Argentina entre 3 
y 4 veces, medidos en U$S PPA. Respecto 
al PBI industrial, durante el mismo pe-
ríodo, se observa un crecimiento de 
Brasil sobre Argentina, pasando de valo-
res cercanos a 2 a valores cercanos a 3,5, 
medidos en U$S corrientes.

En exportaciones, según indica un 
estudio de Dante Sica de la consulto-
ra Abeceb, Brasil duplica a la Argentina 
en diversos sectores como farmacéuti-
co, cuero y sus manufacturas, químicos, 
plástico y caucho, juguetes. En textil e 
indumentaria la relación es 3 a 1. En ma-
terial de Transporte es 5 a 1. La relación 
es 6 a 1 en metales y sus manufacturas 

y en autopartes. En BITs es 7 a 1 y en BK 
es 8 a 1. En materiales electrónicos es 9 
a 1, en Minerales y combustibles es 10 a 
1, en maquinaria agrícola es 16 a 1 y en 
calzado 47 a 1.

El mismo estudio señala que en los 
diversos sectores industriales, Brasil su-
pera ampliamente a Argentina por valo-
res de entre 2 y 10 veces en cuanto a pro-
ducción nacional.

Las exportaciones de MOI en Ar-
gen ti na, si se eliminan al Biodisel y los 
minerales, no han crecido desde 2006, 
manteniéndose en alrededor el 30% del 
total. Si se incluyen los rubros citados, 
se llega en 2011 al 35%. El sector auto-
motriz, representa un tercio de las ex-
portaciones de MOI. Como sector de 
cabecera de la industria Argentina, de-
muestra las limitaciones de la misma.

A pesar del crecimiento de los térmi-
nos de intercambio, las cantidades ex-
portadas crecieron menos que las can-
tidades importadas en Ar gen ti na. En 
cuanto a su composición, en Bra  sil tienen 
mayor incidencia las multinacionales.

Por ejemplo hay sectores en Ar gen-
ti na donde tienen gran peso las pymes 
de capital nacional, en cambio en Brasil 
están dominados por multinacionales. 

Eso sucede por ejemplo en el sector de 
fabricantes de ascensores y, en menor 
media, con las básculas y balanzas.

Ambas países enfrentan la penetra-
ción China, cada vez mayor en cantidad 
y orientada crecientemente hacia pro-
ductos de mayor valor agregado.

En Brasil se observa una inserción 
china más agresiva, producto de un 
mercado mayor y más atractivo. A la vez 
Brasil cuenta con mecanismos más sóli-
dos para enfrentarlos, producto de ha-
ber sostenido políticas de estado con 
instrumentos apropiados en los últimos 
años. Nos referimos a una banca espe-
cífica de desarrollo industrial, el BNDES. 
También a la reserva de cuotas de mer-
cado para la industria nacional y una es-
tructura impositiva orientada a facilitar 
la exportación.

Argentina, a su vez soporta meno-
res niveles de agresividad china, pero 
con menos elementos para defender-
se. El resultado final, es similar en am-
bos países: un deterioro notable de la 
integración nacional de partes, piezas 
y componentes de alto valor agrega-
do. Al gu nos sectores se extinguieron, 
como el de máquinas inyectoras pa-
ra la industria plástica en Argentina. 

Cuadro Nº 1. Tasa de variación del producto interno bruto total (en millones de dólares a precios 
constantes de 2005)

Fuente: CEPAL, sobre la base de cifras oficiales.

País 2008 2010 2011 2012
Argentina 6,8 0,9 9,2 8,9 3,5
Bolivia (Estado Plurinacional de) 6,1 3,4 4,1 5,1 5,2
Brasil 5,2 -0,3 7,5 2,7 2,7
Chile 3,7 -1,0 6,1 6,0 4,9
Colombia 3,5 1,7 4,0 5,9 4,5
Costa Rica 2,7 -1,0 4,7 4,2 5,0
Cuba 4,1 1,4 2,4 2,7 3,0
Ecuador 7,2 0,4 3,6 7,8 4,5
El Salvador 1,3 -3,1 1,4 1,5 2,0
Guatemala 3,3 0,5 2,9 3,9 3,5
Haití 0,8 2,9 -5,4 5,6 6,0
Honduras 4,2 -2,1 2,8 3,6 3,2
México 1,2 -6,3 5,6 3,9 4,0
Nicaragua 2,8 -1,5 4,5 4,7 5,0
Panamá 10,1 3,9 7,6 10,6 8,0
Paraguay 5,8 -3,8 15,0 3,8 -1,5
Perú 9,8 0,9 8,8 6,9 5,7
República Dominicana 5,3 3,5 7,8 4,5 4,5
Uruguay 7,2 2,4 8,9 5,7 3,5
Venezuela (República Bolivariana de) 5,3 -3,2 -1,5 4,2 5,0
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Otros sufren el embate, como las 
Máquinas Herra mientas.

CONCLUSIONES
Ante la asimetría evidente de los 
sectores industriales de Brasil y 

Argentina, muchos sostienen que lo 
mejor que se puede hacer son acuer-
dos bilaterales para proteger a los 
“sectores sensibles”. Incluso algunos 
van más allá y sostienen la posibilidad 
de borrar las fronteras con Brasil, y pa-
sar a ser la próspera provincia sureña 

de la República Federativa. Otros sos-
tenemos que se debe tener una polí-
tica industrial autónoma y soberana, 
que defina sectores estratégicos a 
desarrollar, de alto perfil, y disputar 
fuerte dentro del Mercosur. A partir 
de allí, y en conjunto con Brasil, se po-
drá enfrentar la competencia extrazo-
na y el lugar que nos asigna el mundo 
desarrollado.

En definitiva la disyuntiva es si la in-
tegración productiva responde a los in-
tereses nacionales y regionales o son el 
reflejo de decisiones tomadas fuera de 
la zona, procedentes de la nueva poten-
cia emergente en el Asia pacífico.

El Mercosur plantea un desafío. 
El interrogante es si allí se expresa-
rá la integración de naciones sobera-
nas, con desarrollo productivo autó-
nomo, de acuerdo a las posibilidades, 
necesidades y proyectos nacionales. O 
por el contrario, si los integrantes del 
Mercosur se someten a la división in-
ternacional del trabajo que le reservan 
las potencias centrales.

Hay quienes sostienen, tanto en el 
gobierno como en la oposición, la ne-
cesidad de integrarse al nuevo centro 
del mundo, que nos demanda materias 
primas, alimentos, combustibles. Es re-
vivir la consigna del sometimiento a la 
Gran Bretaña durante la década infa-
me “comprar a quien nos compra”, pero 
cambiando el “comprador”.

Nos proponen ser proveedores con-
fiables, con una dosis tolerable de ela-
boración y valor agregado, pero en de-
finitiva seguir siendo un apéndice del 
mercado mundial.

En ese esquema el Mercosur serviría 
para forcejear y negociar con un poco 
más de fortaleza con el gigante asiático.

Entendemos que el camino para la 
Argentina, con o sin Mercosur y más allá 
de las necesidades y proyectos de las 
grandes potencias es apostar a un de-
sarrollo soberano de su industria. Para 
ello es imprescindible establecer algu-
nos ejes estratégicos de largo plazo, asi-
milables a políticas de estado que con-
templen reservas de mercado para la 
industria nacional en proyectos donde 
se contemple el poder de compra esta-
tal; banca de desarrollo industrial que 
se oriente a financiar la integración in-
dustrial nacional; sustitución de impor-
taciones profunda e inteligente, que ge-
nere encadenamientos internos. �

Gráfico Nº 2. Crecimiento de economías emergentes y precio de los 
commodities

Fuente: abeceb.com en base a Banco Mundial.

Fuente: abeceb.com en base a OMC, FMI y ITC.

Gráfico Nº 3. Importaciones de “Chindia” (en miles de millones de dólares)
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DISTRIBUCIÓN DE LA 
RENTA, COSTO SALARIAL 
Y PRODUCTIVIDAD
Nuestro país ha experimentado un ciclo 
de crecimiento económico histórico y ex-
traordinario en los últimos diez años, me-
dido en términos macroeconómicos, que 
ha permitido la recuperación de niveles 
de empleo, una leve disminución del tra-
bajo no registrado, un aumento del con-
sumo interno y una recuperación del sa-
lario real de los trabajadores en el marco 
de un proceso de industrialización aco-
tada. En este sentido, no ha sido menor 
el papel que las negociaciones colectivas 
de trabajo han tenido en el aumento del 
poder de compra real de los asalariados, 
al menos hasta hace unos años en el que 
los reclamos eran ofensivos para luego 
pasar a ser defensivos frente al incremen-
to de los niveles inflacionarios.

Por otra parte, durante el período 
posconvertibilidad se han alcanzado ni-
veles altísimos de rentabilidad empre-
saria, pero con la característica de man-
tener un perfil productivo-industrial 
similar al de la década del noventa, con 
un aumento de la concentración y la ex-
tranjerización de nuestra economía. 

En estos días, el mundo global está 
sufriendo una crisis financiera de enor-
mes proporciones que indudablemente 
impacta en nuestro país. El discurso ofi-
cial remarca esta situación ofreciendo 
como contrapartida las mejoras de nues-
tra economía en los últimos años y el 
bajo impacto que esta crisis tiene sobre 
nuestra economía. Es por esta razón, se 
argumenta, que el sector trabajador de-
bería ponerle un coto a los reclamos de 
aumento salarial, aún sin la garantía de 
niveles decrecientes de inflación a futu-
ro. De esta manera se hace imprescindi-
ble analizar de qué forma fueron distri-
buidos los beneficios obtenidos durante 
el período posterior a la devaluación y 

la reconfiguración del reparto del ingre-
so nacional entre el capital y el trabajo y 
aún entre distintas fracciones el capital.

Si realizamos la comparación de la 
evolución del costo laboral entre el año 
1993 y 2010 nos encontramos con algu-
nos datos que pueden ayudar a entender 
mejor el marco en el cual se llevan ade-
lante los reclamos de aumento salarial.

En el período 1993-2001, se produjo 
un descenso en el costo laboral de po-
co más del 12%. En el 2002, luego de la 
devaluación, se produce una formida-
ble transferencia del ingreso que provo-
có una caída del costo salarial del 43,7%. 
A partir de ese momento, comienza una 
recuperación sostenida que llega a al-
canzar un aumento del 86,5% en el pe-
ríodo 2002-2010 (según el sobreestima-
do costo laboral resultante de aplicar el 
índice de precios mayoristas del INDEC). 
Pese a esto en 2010, los costos laborales 
eran aún un 7,7% inferiores a 1993, sien-
do en promedio un 28,4% menores en 
la posconvertibilidad (2003-2010) que el 
promedio de la década del noventa. En 
términos de índices, si el costo laboral 
en 1993 era 100, en 2010 fue de 92,3 se-
gún INDEC y de 66,7 según Salarios/IPC 
9 Provincias de CIFRA. Por otra parte, la 
productividad, es decir, el valor produ-
cido por cada trabajador, fue un 34,4% 
mayor que en 1993, debido principal-
mente al aprovechamiento de las capa-
cidades instaladas ociosas. La diferencia 
entre la productividad y el costo laboral 
es el beneficio apropiado por el capital. 
Es decir, luego de la devaluación, con una 
caída estrepitosa del costo laboral, la re-
cuperación del salario no llegó a alcanzar 
los niveles de 1993. Además la producti-
vidad aumentó respecto de este año, con 
lo cual el excedente producido tuvo co-
mo destino la acumulación del capital.

Esto se tradujo en grandes tasas de 
ganancias en el último período. Mientras 

que la tasa de ganancia promedio sobre 
el stock de capital fijo fue del 24,8% du-
rante la convertibilidad, el valor prome-
dio en la posconvertibilidad se ubicó en 
37,2%. El aumento de la productividad, 
entonces, se convirtió en aumento de 
ganancias para las empresas.

Estos resultados impactan sobre la 
distribución del ingreso nacional entre 
el trabajo y el capital. La participación 
de la masa salarial en el Valor Agregado 
Bruto fue del 42,8% en 1993, pasando 
por un mínimo de 35,3% en la conver-
tibilidad hasta llegar al 38,8% en 2001 
producto de la recesión y la disminución 
de las ganancias en las empresas (mayor 
participación salarial). A partir de allí, se 
produce una disminución abrupta en 
2002 llegando al 31,4% para ir aumen-
tando en forma sostenida hasta llegar 
al 40,4% en 2009 (aún menor que en 
1993). A partir de ese año, la participa-
ción de la masa salarial viene disminu-
yendo, siendo en el 2011 del 37,6%.

SECTORES EMPRESARIOS 
BENEFICIADOS
El aumento de la actividad económi-
ca en el último decenio produjo un au-
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Martín 
Scalabrini Ortiz

Ingeniero Químico.
Especialista en Proyectos

de Gas y Petróleo

La evolución de la relación capital-trabajo
en los últimos años
En el marco de la pelea política que está llevando adelante la CGT representada por Hugo 

Moyano y la CTA representada por Pablo Micheli, se hace necesario analizar el contexto 

económico-social en el que se desarrolla. Más allá de las formas que toman los reclamos, todos 

los dirigentes sindicales incluidos los de la CGT de Caló coinciden en los puntos reclamados. 

¿Qué subyace detrás del reclamo sobre universalización de asignaciones familiares y elevación 

del mínimo no imponible? Para dilucidarlo es necesario analizar la distribución de la renta 

nacional entre el trabajo y el capital, la inflación y el perfil productivo, que definen la puja de 

intereses colectivos o sectoriales.
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-

mento en la cantidad de ocupados y en 
el nivel de vida de la población. Sin em-
bargo, la mayor parte de los beneficios 
de este crecimiento tuvo como destino 
a las empresas en general.

En este punto, se hace necesario 
analizar al interior del perfil empresa-
rial, en términos de concentración y ex-
tranjerización, de qué manera fue esta 
distribución. Es decir, cuáles fueron los 
sectores más beneficiados y los menos 
en este conjunto.

El grado de concentración en la in-
dustria, teniendo en cuenta el peso rela-
tivo en el valor bruto de producción total 
(VBP) de las 100 empresas más grandes, 
pasó de un promedio del 33,1% en la con-
vertibilidad a un promedio del 40,9% 
en el período 2003-2009. Estos secto-
res fueron beneficiarios de la política de 
“dólar alto” aprovechando los bajos cos-
tos laborales y un escenario internacio-
nal expansivo dado que en su mayoría 
se orientan hacia los mercados exter-

nos. Por otra parte, fueron las beneficia-
rias principales de los planes de promo-
ción a la inversión establecida a partir 
de la ley Nro. 25924. Tam bién se desta-
ca el mantenimiento del régimen prefe-
rencial para la industria automotriz, con 
autopartes en su mayoría extranjeros, la 
prórroga de los regímenes promociona-
les para la radicación de “industrias” en 
Catamarca, La Rioja, San Juan, San Luis 
y Tierra del Fue go. Sumado a ello se en-
cuentran los incentivos fiscales otorga-
dos por el Es tado a diversas actividades 
económicas vinculadas a los grandes 
capitales (Pro gra ma de Financiamiento 
Pro duc tivo del Bicentenario). Además, 
la mayoría de estas empresas benefi-
ciarias son de origen extranjero. De es-
ta manera, no solamente se produjo un 
proceso de concentración sino también 
de extranjerización. Mientras que en el 
período de la convertibilidad las empre-
sas extranjeras participaban en prome-
dio de un 40,9% de las ventas totales, en 

la posconvertibilidad pasaron a un pro-
medio de alrededor del 60%, dando co-
mo resultado la consolidación estructu-
ral de los actores foráneos. 

El impacto en la Balanza de Pagos 
en este sentido es directo. Durante el 
primer semestre de este año el giro al 
exterior por utilidades y dividendos de 
las empresas extranjeras fueron de U$S 
3265 millones, pudiendo llegar a tota-
lizar, si sigue este ritmo, a más de U$S 
6000 millones, aún con las restricciones 
impuestas por el Gobierno Nacional. Los 
intereses de la deuda en el mismo pe-
ríodo, aún con menor peso tuvieron su 
parte: se giraron U$S 1738 millones.

CONCLUSIONES
Todos estos resultados son consecuen-
cia del mantenimiento de ciertas herra-
mientas que aún siguen vigentes del 
modelo neoliberal implantado durante 
la Dictadura Militar y profundizado en la 
década del noventa. Entre ellas sigue vi-
gente la Ley de Inversiones Extranjeras y 
la Ley de Entidades Financieras. En nece-
saria su derogación o modificación para 
dar impulso al desarrollo de la industria 
nacional a través de fuertes políticas 
estatales de incentivo a la producción 
que han estado ausentes en la últi-
ma década. La vigencia de los Tratados 
Bilaterales de Inversión es sumamen-
te cuestionable, lo mismo que la parti-
cipación de nuestro país en los tribuna-
les del CIADI. El régimen minero vigente 
también forma parte de este entrama-
do, así como la matriz de producción de 
hidrocarburos, más allá del paso positi-
vo de expropiación del 51% de YPF y de la 
entrada en vigencia del Decreto 1277/12 
que modifica sustancialmente la legis-
lación derogando los principales artícu-
los de los decretos desreguladores del 
mercado de hidrocarburos de 1989.

De esta manera, si se analiza el com-
portamiento de la economía, sobre to-
do el entramado industrial, no sólo hu-
bo una transferencia del ingreso de los 
trabajadores a las empresas, sino que 
dentro mismo del sector empresario se 
experimentó una transferencia de in-
gresos desde los sectores más vulnera-
bles hacia los sectores más concentra-
dos. Si se pretende poner en vigencia el 
aclamado modelo de desarrollo con in-
clusión social, se hace necesario modifi-
car esta ecuación que fortalece aquellos 
sectores que han venido ganando con 
el modelo de acumulación basado en la 
renta y valorización financiera implanta-
do durante la última Dictadura Militar. �

Gráfico Nº 1. Costo laboral, costo laboral unitario y producto por 
ocupado en pesos constantes

Gráfico Nº 2. Participación de los salarios en el Valor Agregado Bruto 
(VAB), 1993-2011 (en porcentajes)
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Parece bastante claro que el actual régi-
men de acumulación tuvo en la devalua-
ción de 2002 uno de sus principales mo-
tores. La ruptura de la Convertibilidad y 
la emergencia de una nueva fase de ex-
pansión económica conjugaron un cam-
bio en el escenario internacional con un 
conjunto de políticas domésticas. Entre 
estas políticas, la intención de adminis-
trar un tipo de cambio real alto posible-
mente sea una de las líneas centrales. Si 
bien algunos autores la han defendido 
como fuente excluyente de un proceso 
de desarrollo (Damill & Frenkel, 2009; 
Frenkel, 2010), muchos han criticado la 
falta de un programa más amplio de po-
líticas orientadas a consolidar un proce-
so de cambio estructural.

En este artículo queremos dar cuen-
ta de algunas cuestiones relativas a la di-
námica sociopolítica de la política cam-
biaria. En particular, queremos llamar la 
atención sobre una cuestión muchas ve-
ces olvidada en los análisis basados en 
enfoques económicos: el que una política 
específica no depende para su implemen-
tación sólo de sus cualidades técnicas o 
teóricas, sino también de la existencia 
de al menos un grupo social que la apo-
ye o impulse. En este sentido, si bien se-
ñalaremos algunos elementos relativos a 
la dinámica económica de la devaluación, 
queremos preguntarnos por la existencia 
actual de algún conjunto con capacidad 
hegemónica para impulsar cierta orien-
tación de la política cambiaria.

LA LÓGICA DE LA DEVALUACIÓN: 
DOS RESTRICCIONES
La acumulación capitalista se enfrenta 
sistemáticamente restricciones, barre-
ras que obligan a ajustes más o menos 
traumáticos para la sociedad. El conjun-
to de contradicciones que la expansión 
de la actividad económica acarrea obli-
ga a buscar periódicamente nuevas sali-
das. En el caso argentino, una de las res-
tricciones más conocidas es la externa, 
que se deriva de la posición dependien-
te de Argentina en el sistema de relacio-
nes capitalistas mundial. Debido a esta 
relación, Argentina no posee moneda 
que funcione como reserva de valor ni 
como medio de cambio a escala mun-
dial, debiendo obtener divisas “fuertes” 
que sí lo hagan, para poder completar el 
circuito de valorización del capital. 

Específicamente, para poder expan-
dir su actividad económica, Argentina 

requiere de múltiples bienes y servi-
cios que obtiene del intercambio inter-
nacional. Esto significa que para poder 
sostener el crecimiento del producto, 
Argentina incrementa sus importacio-
nes de modo más que proporcional. Esta 
restricción externa fue estudiada juicio-
samente por autores que componen la 
literatura clásica sobre ciclos, con Braun 
(1973) y Diamand (1973) a la cabeza1. La 
devaluación, en este esquema, cumple 
una función clave, al reducir la absorción 
interna y elevar la competitividad exter-
na de la economía. En la medida en que 
la expansión de la actividad generaba, 
tarde o temprano, un déficit de recursos 
externos, la devaluación se imponía pa-
ra equilibrar el sector externo.

Sin embargo, a partir de la etapa 
neoliberal, los flujos de capital adquie-
ren tanta o mayor importancia en es-
ta restricción, definiendo una dinámi-
ca más compleja. La entrada y salida de 
capitales por la cuenta financiera de la 
balanza de pagos, así como el pago de 
intereses de deuda y la remisión de uti-
lidades, componen un nuevo esquema 
donde las fases se expanden o amplifi-
can según diferentes coyunturas no li-
gadas de modo inequívoco a la acti-
vidad interna. Factores definidos por 
fuera del alcance de Argentina (como la 
liquidez internacional o las tasas de in-
terés de referencia) condicionan severa-
mente las posibilidades de acumulación 
local, agregando mayores dificultades a 
la administración de esta restricción.

En todo caso, existe otro enfoque 
que señala una barrera diferente a la 
acumulación, ligada a las necesidades de 
los capitalistas de garantizarse cierto ho-
rizonte creíble de ganancias. El autor que 
estudió a profundidad esta barrera (que 
podríamos llamar restricción interna) en 
Argentina fue Vitelli (1990), que señaló 
la forma específica en que el Estado ar-
gentino responde a esta necesidad de 
los empresarios. La devaluación funge 
aquí como un mecanismo para gene-
rar una constelación de precios relativos 
que favorezca la producción transable, 
impulsando así la actividad económica. 
El gobierno tiene funciones clave, entre 
las que se destacan el impulso a la inver-
sión a través de los recursos públicos y el 
control de precios clave, como el tipo de 
cambio, las tarifas de los servicios, o las 
retenciones. El salario, como precio cen-
tral de la economía, debe atrasarse para 

poder elevar las ganancias de los capita-
listas productores de bienes transables, 
otorgando un rol político más que rele-
vante al gobierno: ¿de qué manera con-
tener las demandas de los trabajadores?

Una vez realizada la devaluación ini-
cial, la estructura de precios debe soste-
nerse durante un período de tiempo pa-
ra impulsar la actividad. La duración de 
esta constelación de precios no está defi-
nida a priori, sino que depende de tensio-
nes sociales que se resuelven en la pro-
pia disputa política. En la medida en que 
diferentes actores buscan recomponer 
sus ingresos, la puja distributiva gana es-
pacio, pues los ganadores del esquema 
no están dispuestos a ceder. Esto impul-
sa el proceso inflacionario que la propia 
devaluación generó. Si es el caso que los 
trabajadores y otros sectores rezagados 
logran recomponer, al menos parcial-
mente, sus ingresos, la devaluación ini-
cial pierde efecto: porque reduce tanto la 
competitividad externa de la economía 
como las ganancias de los capitalistas. 

La aplicación de nuevas devaluacio-
nes de menor escala tiene por objetivo 
dilatar este proceso de deterioro de las 
ganancias, bajo la expectativa de que la 
productividad haya aumentado durante 
ese lapso y permita un estándar más ele-
vado de condiciones de vida para la po-
blación. En cualquier caso, el resultado 
primero de estos ajustes cambiarios es un 
nuevo impulso a la inflación, que, paradó-
jicamente, refuerza el deterioro del tipo 
de cambio. Es esperable que el aumento 
de la inflación y la pérdida de competitivi-
dad de los capitalistas signifiquen un do-
ble problema para el gobierno de turno. Si 
éste opta por renovar el impulso a la ac-
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tividad mediante una nueva devaluación 
de mayor escala (como en el primer mo-
mento), deberá deteriorar las condiciones 
de vida de los trabajadores para aumen-
tar las ganancias capitalistas. Si no lo ha-
ce, los capitalistas dejan de volcar recur-
sos a la acumulación, atesorándolos de 
diversas formas, induciendo a una crisis. 
No sería extraño que esto represente un 
desafío a las propias bases de legitimidad 
de un gobierno que se haya montado so-
bre el impulso a la actividad y la posterior 
recuperación (no mejora) de las condicio-
nes de vida de los trabajadores. 

¿Qué gobierno está dispuesto en-
tonces a esta tarea? ¿Bajo qué condicio-
nes es posible tomar una definición de 
este tipo? ¿Cuál es el rol de las organiza-
ciones sociales en este respecto? La si-
guiente sección analiza brevemente la 
dinámica de salida de la Convertibilidad 
y el escenario posterior, buscando ele-
mentos para pensar estas preguntas.

EL DESGASTE Y LA BÚSQUEDA 
DE ALTERNATIVAS
No es necesariamente osado afirmar que 
la Convertibilidad cae bajo el peso de sus 
propias premisas. El esquema de tipo de 
cambio fijo (tal como ensayó Martínez 
de Hoz con su “tablita”) tiende a dete-
riorar la competitividad de la economía, 
toda vez que la inflación inercial y el in-
greso de capitales (si lo hay) generan una 
apreciación, que deteriora a su vez la ba-
lanza comercial. A medida que el défi-
cit comercial se conjuga con la salida de 
capitales por concepto de intereses de 
deuda y remisiones de utilidades, la ne-
cesidad de ingreso de capitales compen-
satorios se incrementa. El crédito exter-
no puede solucionar temporalmente el 
problema, pero induce a un esquema 
explosivo de condiciones cada vez peo-
res de endeudamiento. La propia rece-
sión, por su parte, desgasta internamen-
te las condiciones sociales de vida. Tarde 
o temprano, el esquema colapsa, y esto 
fue lo que ocurrió con la Convertibilidad2.

Tras las crisis de los países del sudes-
te asiático en 1998, Argentina entra en 
una fase recesiva. El aumento de la pri-
ma de riesgo y la retracción de los capi-
tales hacia los países centrales opera-
ron contra las posibilidades de atraer 
capitales, que se sumó a la escasez de 
activos remanentes para privatizar (el 
último tramo de YPF se termina de ven-
der ese año). La devaluación en Brasil a 
principios de 1999 termina por destruir 
el escenario externo argentino, y la pri-
mera reacción del presidente Menem 

es anunciar la posibilidad de dolarizar la 
economía argentina. Si bien este anun-
cio pareció súbito, asesores del gobier-
no dan cuenta de que se trataba de una 
idea pergeñada tiempo atrás3. 

Menem presenta esta idea: a) como 
la continuidad lógica de la Con ver ti bi li-
dad, puesto que la economía ya operaba 
bimonetariamente y con un tipo de cam-
bio fijo, el pasaje a la divisa norteameri-
cana reduciría las tasas de interés e im-
pulsaría la actividad4; y b) como una 
opción geoestratégica clave, a la vista 
de que la globalización estaría definien-
do tres grandes áreas económicas (eu-
ro, yen y dólar). De esta forma, Menem 
ponía al ALCA como horizonte, y se posi-
cionaba como interlocutor privilegiado. 
Dentro del país, el proyecto cosechó el 
apoyo básicamente del CEMA5, mientras 
que en el exterior tuvo entre sus princi-
pales impulsores a Steve Hanke6 y Kurt 
Schuler7 (asesores de Menem en la cam-
paña de 1989), a los economistas jefe del 
BID Gui ller mo Calvo y Ricardo Hausman, 
y a los reconocidos manualistas Rudiger 
Dorn busch8 y Stanley Fischer (por ese 
entonces, segundo del FMI). Para estos 
economistas, la dolarización represen-
taba un paso adelante en la inserción 
profunda de la economía argentina en 
el mercado mundial: cualquier resguar-
do en materia de soberanía era entendi-
do como un mero residuo nacionalista9. 
Dentro de Estados Unidos, las posicio-
nes se dividían, aunque primó la postu-
ra de que Argentina podría dolarizarse 
si quisiera, pero de modo unilateral: no 
habría promesas de que la Fed actuara 
como prestamista de última instancia ni 
que se compartiera el señoreaje10. Esto 
llevó al FMI a una postura ambivalente 
al respecto, donde enfatizaría más bien 
el aspecto fiscal del problema: más que 
el sistema cambiario o monetario, lo que 
importaba era ajustar el Estado11.

Esta propuesta, a pesar de no progre-
sar, funcionaría como amenaza durante 
los siguientes años. La única asociación 
empresarial en Argentina que promo-
vió la dolarización fue la Asociación de 
Bancos de Argentina (ABA), que repre-
sentaba lo más concentrado de la ban-
ca, principalmente extranjera. La do-
larización hubiera eliminado el riesgo 
cambiario para este sector, permitién-
doles realizar elevadas ganancias en dó-
lares debidas al alto spread local (Cibils 
y Allami, 2010). Las empresas privatiza-
das, otras potenciales beneficiarias de 
este esquema monetario, no impulsa-
ron esta propuesta: dado que se trata-

ba mayormente de empresas europeas, 
su asociación representativa (ADESPA, 
Aso cia ción de Empresas de Servicios Pú-
bli cos de Argentina) se pronunció más 
bien a favor de la Convertibilidad.

La pérdida de uno de los principales 
mercados externos y la disminución de 
la competitividad externa (que ocasiona-
ba una pérdida del escaso mercado inter-
no remanente) movilizaron rápidamente 
a diferentes grupos sociales. La UIA, de-
pendiente de aquel mercado, comenzó a 
reclamar medidas de protección comer-
cial, llegando incluso a plantear la sus-
pensión del MERCOSUR. Con excepción 
de SRA (cuyos representados poseen los 
estándares de productividad más altos), 
las organizaciones del agro se unieron 
al reclamo. Esto provocaría la escisión 
abierta de los caminos propuestos por la 
burguesía para salida de la crisis: mien-
tras que SRA y la Cámara del Comercio 
(CAC) abogarían por continuar la senda 
de la Convertibilidad con mayor ajuste 
fiscal, el flamante Grupo Pro duc tivo12 de-
mandará por su parte el impulso a la de-
manda agregada y la protección externa.

En junio de 1999, contra las presiones 
de Menem, las cámaras empresariales se 
reúnen para avalar la Con ver ti bilidad. 
Di Fiori, presidente de CACo mer cio, fue 
quizás el más entusiasta al referir a la 
rehabilitación del Gru po de los 8. Pero 
las tensiones entre las cámaras ya eran 
una realidad; sólo continuarán avalan-
do la Convertibilidad aquellas asociacio-
nes cuyos representados eran aquellas 
empresas protegidas de la competen-
cia (ADESPA), aquellas dedicadas al ne-
gocio de la importación y venta interna 
(CAComercio), y aquellas con los más ele-
vados estándares de productividad eran 
capaces de competir y continuar benefi-
ciándose del subsidio a la compra de bie-
nes de capital y pago de crédito que re-
presentaba la Convertibilidad (SRA y la 
línea interna MIA de la UIA).

El gobierno de la Alianza (1999-2001) 
se aferrará a la Convertibilidad como plan 
fatal en medio de una recesión que no ce-
sará. A nivel interno, coqueteó el apoyo de 
la CAConstrucción al crear un ministerio 
de obras públicas. Incluso esta propues-
ta llegó a interesar a ABA, al pensarse en 
un esquema de financiamiento que po-
dría ser negocio para los bancos también. 
El problema central era que este plan im-
plicaba un aumento del gasto público, en 
un contexto de peso creciente de los inte-
reses de la deuda y financiamiento exter-
no escaso. La demanda de los grupos que 
reafirmaban la Convertibilidad, en conso-
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nancia con los reclamos del FMI, era un 
mayor ajuste del gasto.

Cuando a principios de 2000 De la 
Rúa reconoció que el agro transfería al 
resto de la economía recursos por cerca 
de US$ 5000 millones, la SRA lo vio como 
una puerta hacia la reducción del gasto 
en otras áreas y la consecuente desgra-
vación fiscal al sector, por lo que abo-
nó una férrea relación de cercanía con el 
gobierno, alejándose así del resto de las 
asociaciones del agro. CRA, dentro del 
Grupo Productivo, demandaba políticas 
activas más específicas, mientras que 
la Federación Agraria (FAA) y el Frente 
Agropecuario Nacional (FAN) impugna-
ban el modelo económico de conjunto. 
De hecho, estas últimas convergerían 
con el resto de las cámaras represen-
tantes de PyMEs, más allá del sector de 
actividad, contra la Convertibilidad, de-
bido a la imposibilidad de competir13. 
Incluso algunas de ellas radicalizarían 
su reclamo convergiendo con asocia-
ciones representativas de trabajadores. 
En varias oportunidades, FAA y APYME 
convocarían a movilizaciones contra el 
modelo económico junto a la Central de 
Trabajadores de Argentina (CTA), que-
brando de esta manera la alianza con 
otros sectores del capital.

Justamente, los trabajadores fue-
ron el sector más abiertamente relega-
do por el gobierno. Sólo mantendría re-
laciones cercanas con el sector oficial 
de la Confederación General del Trabajo 
(CGT), liderado por Rodolfo Daer. Los pi-
queteros desocupados fueron el sector 
más excluido: el gobierno no sólo repri-
mió duramente (Massetti, 2006), sino 
que alentó hipótesis (sin ninguna prue-
ba) de infiltración de guerrilleros, de nar-
cotraficantes bolivianos y de organiza-
ciones violentas de izquierda. Es decir, 
la Convertibilidad era rechazada como 
modelo por amplios sectores de la pe-
queña burguesía y los trabajadores, que 
funcionaban como un ariete de presión, 
desgastando el apoyo al modelo. La gran 
burguesía, por otra parte, se encontra-
ba en proceso de división interna. Si la 
Convertibilidad funcionó como un pro-
grama con vasto apoyo al comienzo de 
los noventa, no ocurría igual a fines de 
esa década: lentamente, distintos secto-
res proponían alternativas de salida.

El gobierno fortaleció el diálogo con 
las fracciones de la gran burguesía que 
defendían la continuidad del programa. 
Así, de la mano del FMI y ABA, se reali-
zaron tres reestructuraciones de deuda 
durante este período: el Blindaje de fines 

de 2000, el Megacanje de mediados de 
2001 y el canje por préstamos garantiza-
dos de fines de 2001. En todos los casos 
la deuda total aumentó, y en ambos ca-
sos en 2001 las tasas de interés pagadas 
superaron el 15% anual en dólares, priori-
zando como destino del gasto la misma 
partida que ocasionaba el déficit fiscal: 
el pago de intereses. Al buscar recortar 
gastos sociales (educación, salud) y sala-
rios, la protesta social se incrementó, lle-
vando a la caída de dos ministros de eco-
nomía (Machinea y López Murphy). 

Al asumir como ministro Cavallo a 
mediados de 2001, éste procura conci-
liar los intereses del FMI y el sector fi-
nanciero con las demandas del Grupo 
Productivo. Así, no sólo implementa los 
planes de competitividad (desgravacio-
nes impositivas al capital), sino que for-
mula el proyecto de un factor de con-
vergencia para el comercio exterior, un 
instrumento fiscal para provocar una le-
ve devaluación. Esta medida (celebrada 
por la UIA) era parte de una lógica que 
buscaba ampliar la Convertibilidad in-
cluyendo el euro en la canasta de mo-
nedas de referencia. Este instrumento 
buscaba conciliar el sostenimiento de 
la Convertibilidad con el aumento de la 
competitividad vía devaluación fiscal, 
pero su efecto resultaba tenue a la luz de 
la crisis: la apreciación del tipo de cam-
bio real y el alto costo financiero necesi-
taban una solución más radical. Por otra 
parte, al señalar la intención de corregir 
el tipo de cambio, se rompían las expec-
tativas formadas por la Convertibilidad, 
señalando la inminencia del final del es-
quema cambiario (Levy Yeyati, 2001).

Finalmente, la idea de ampliar la 
Con ver tibilidad no fue aceptada por los 
sectores del capital por fuera del Grupo 
Productivo, que preferían otras opcio-
nes. Este programa tampoco lograba 
conciliar el apoyo amplio de sectores del 
capital concentrado ni de otras fraccio-
nes de clase. Los distintos proyectos de 
las asociaciones (cuando existían) refle-
jaban en cierta medida las disputas di-
vergentes a nivel social: no existía un 
programa claro que pudiera erigirse co-
mo representando al conjunto de la so-
ciedad, toda solución aparecía como la 
defensa de un interés “demasiado” par-
ticular. La obligatoriedad de la ley no po-
día sobrepasar las posibilidades e inte-
reses de la mayor parte de la sociedad: 
era necesario buscar alguna orientación 
de política que conciliara mínimamente 
los diversos intereses.

EL COLAPSO DE LA 
CONVERTIBILIDAD
El Grupo Productivo alienta entonces a la 
CGT a unirse a un reclamo por “impulsar 
el sector productivo” y obtiene respues-
tas positivas14. El Grupo Productivo es-
taba a favor de mantener ciertos gastos 
del Estado (seguros de desempleo) e in-
cluso impulsar planes de vivienda: se tra-
taba de impulsar la demanda agregada 
de la que dependían15. El sindicalismo de 
la CGT veía con buenos ojos la reactiva-
ción en el sector privado, pues la mayoría 
de sus afiliados se emplea en ese sector. 
Es decir, en ambos lados de la alianza ha-
bía intereses comunes que permitían el 
diálogo. Fuera de un exabrupto en 1998 
del por entonces presidente de la UIA, 
Claudio Sebastiani, Moyano fue el prime-
ro en hablar explícitamente de devalua-
ción: atraerlo hacia el Grupo Productivo 
era una declaración de distancia con el 
resto de la gran burguesía.

La CTA y los diversos sectores pi-
queteros, mientras tanto, se mantenían 
al margen del debate Convertibilidad-
dolarización-devaluación. Su propues-
ta, que fue avalada por una amplia con-
sulta popular en diciembre de 2001 (casi 
dos millones de votantes), era la de un 
“shock distributivo”, basado en la uni-
versalización de seguros de desempleo 
y haberes jubilatorios, sin por eso dejar 
de reclamar mejoras salariales. 

El gobierno evitó sistemáticamente 
el diálogo con estos sectores. Luego de 
perder las elecciones legislativas de oc-
tubre de 2001, crecientemente aislado 
dentro del espacio partidario, el gobier-
no hace un último intento por convocar 
a las asociaciones a una concertación na-
cional. Esta convocatoria excede la capa-
cidad de maniobra del propio gobierno, y 
las asociaciones tratan de hacerla propia, 
creando un espacio que denominaron 
Núcleo Nacional: al Grupo Productivo 
se le suman las asociaciones de bancos 
(ABA y ABAPPRA) y la CGT completa. La 
SRA impugnó el espacio, debido a las 
distancias que la separaban del Grupo 
Productivo (a cuya constitución había si-
do originalmente invitada)16. La presión 
de ABA por una salida de la crisis que in-
volucraba más ajuste y la posibilidad de 
dolarizar terminó por comprometer el 
acuerdo. Finalmente, se emite un apoyo 
a la Convertibilidad y al plan de déficit 
cero, aunque se recomendaba renego-
ciar la deuda y aumentar el gasto públi-
co. Esta reunión expresó la imposibilidad 
de conciliar un programa al que conflu-
yera el conjunto del capital concentrado: 
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era inminente una salida apoya sólo en 
algunas fracciones del mismo.

Luego de la reunión del Núcleo Na-
cio nal había quedado claro que las únicas 
fracciones del gran capital que seguían 
acompañando al gobierno eran SRA, 
CAComercio y ADESPA: sectores concen-
trados con elevados estándares de pro-
ductividad, que aprovechaban el negocio 
de la importación barata o protegidos de 
la competencia. Estas fracciones del ca-
pital, apoyando un proyecto económico 
cada vez más excluyente, se verían aisla-
das, defendiendo un interés que se pre-
sentaba cada vez más claramente corpo-
rativo, imposibilitado de validarse como 
representante de toda la sociedad.

En Diciembre el gobierno anuncia la 
aplicación del “corralito” financiero para 
frenar la salida de capitales, lo que ter-
minó de impulsar el descontento social, 
al sumar a la clase media (ahorristas) a 
la protesta. Al largo desgaste provocado 
por la movilización piquetera y los paros 
de los trabajadores ocupados, se suma 
ahora un nuevo componente. El FMI se 
niega a enviar un desembolso por in-
cumplimiento de las pautas fiscales, y 
preanuncia el default de Argentina. Los 
sucesos del 19 y 20 de diciembre pue-
den pensarse como un estallido sólo en 
el sentido del carácter impredecible del 
momento de auge de la protesta, pero 
no como un emergente inesperado sin 
antecedentes ni condiciones de posibi-
lidad estructurales.

Inmediatamente después del esta-
llido, el Grupo Productivo emite junto a 
ABAPPRA un documento donde deman-
daba la devaluación, la pesificación de la 
economía y una moratoria de la deuda 
por un año. Se complementaba además 
con las siguientes demandas: a) recor-
tes impositivos (rebaja del 5 por ciento 
del IVA, eliminación del impuestos a los 
bienes personales); b) nuevas fuentes de 
financiamiento tributarias y no tributa-
rias (reimplantación de contribuciones 
patronales a los servicios públicos, gene-
ralización del impuesto a las ganancias, 
incluidas las financieras, desvío por dos 
años de los aportes jubilatorios de las 
AFJP al Estado); c) ajuste fiscal (congela-
miento del gasto público por dos años y 
drástica reducción del costo político, y el 
recorte del 30% de los presupuestos de 
los poderes Legislativo y Judicial); d) au-
mento del gasto social (seguro de des-
empleo de $200-250, planes de vivienda, 
unificación de los planes asistenciales).

De la sucesión de presidentes en 
los últimos días del año vale la pena re-

marcar el rol de Adolfo Rodríguez Saá. 
Además de declarar oficialmente el 
default de la deuda (aliviando la pre-
sión de salida de recursos al exterior), 
el puntano tuvo la intención de emitir 
una tercera moneda inconvertible, el 
“argentino” como salida a la dicotomía 
Convertibilidad-devaluación17. Esta pro-
puesta tenía un severo riesgo asociado a 
generar una excesiva emisión inconver-
tible, pero además dejaba claro que no se 
podía conformar a ambos grupos socia-
les a la vez: era necesario tomar una de-
terminación a favor de un sector social. 
Finalmente, su importancia también re-
side en haber mostrado la posibilidad de 
convergencia entre el Grupo Productivo 
y sectores de trabajadores: lo hizo al ha-
ber anunciado una política de expansión 
del gasto asociada a masificación de pla-
nes sociales y planes de obra pública. La 
CGT festejó estos anuncios con una al-
garabía antológica. Se trazaban así algu-
nas ideas de cómo legitimar un nuevo 
programa del gran capital.

Duhalde llevaría a cabo este progra-
ma, al menos en sus lineamientos cen-
trales. La UIA ganaría un ministerio crea-
do ad hoc y ocupado por su presidente, 
Ignacio de Mendiguren. El salario real 
caería con la devaluación un 35%, ubicán-
dose al nivel de la crisis hiperinflacionaria 
de 1989: el piso de la historia reciente. Las 
ganancias del capital asociado a la pro-
ducción transable crecieron magnífica-
mente: dentro de la cúpula empresarial 
se detecta un aumento de la actividad a 
partir de la primera mitad de 200218.

Moyano, que participó de las prime-
ras reuniones del Diálogo Argentino (in-
tento de Duhalde de obtener apoyo so-
cial para su programa), se lamentaría 
luego por haber apoyado la devaluación, 
aunque se defendería alegando que la 
alternativa (dolarizar) era peor. El sector 
oficialista (Daer) nuevamente oscilaría 
en acuerdos tácticos con el gobierno y 
reclamos por mejoras salariales. La CTA y 
los sectores piqueteros reclamarían per-
manentemente por mejoras distributi-
vas. La respuesta de Duhalde, intentan-
do justificar su decisión de acordar con 
el FMI, llega con claridad palmaria: “Yo 
les pido que hagan sus protestas, pero 
que entiendan que hay decisiones que 
ya se han tomado y que vamos a seguir 
todos los pasos para que la Argentina 
pueda reinsertarse en el mundo” (“El 
Presidente pidió una tregua a los sindi-
calistas”, La Nación, 12 de mayo de 2002). 
Es decir, el gobierno les declaraba a los 
trabajadores que no iban a participar de 

la toma de decisiones, que por otra par-
te, “ya se han tomado”, y no pensaba 
romper con el FMI como le reclamaban. 
El alejamiento quedará entonces marca-
do para el resto del mandato.

Resulta importante reconsiderar lo 
relatado. La Convertibilidad no podía 
sostenerse debido a la presión persis-
tente de la protesta social y debido al 
quiebre de la gran burguesía. Las lógicas 
de salida de la gran burguesía se bifur-
caron: la de mayor ajuste o dolarización 
no contaban con el apoyo de ningún 
sector de trabajadores, mientras que la 
devaluación sí logró obtener un apoyo, 
aunque fuera parcial y efímero. 

La decisión de Duhalde no era ni tan 
llamativa ni tan autónoma: operaba so-
bre la base de una disputa en el campo 
social que llevaba ya casi 4 años. Debe 
comprenderse que esta decisión con-
taba entonces con un largo camino de 
búsqueda al interior de la sociedad, 
mostrada por las diferentes negocia-
ciones y alternativas propuestas por las 
asociaciones de las fracciones de clases. 
El cambio se produce cuando el gran ca-
pital estaba claramente dividido: la frac-
ción que continúa apoyando el esquema 
de políticas de la Convertibilidad se ex-
pone a las crecientes críticas de las aso-
ciaciones de trabajadores, que deslegiti-
man su propuesta alegando la falta de 
contemplación de sus necesidades; y 
otra fracción cuyo proyecto logró el apo-
yo (aunque fuera efímero) de una frac-
ción de los trabajadores. Una vez que la 
crisis se hace explícita, el programa con 
más chances de legitimación pasó a ser 
política efectiva, al definir la orientación 
con que el gobierno podría decidir y ob-
tener apoyo en la sociedad. En este ca-
so específico, la fracción del capital logra 
incluso obtener representación direc-
ta en el gobierno. Esto no significa que 
el programa no concitara críticas, pero 
aparecía como el único con posibilidades 
de lograr apoyo más generalizado.

DEVALUACIÓN Y DESPUÉS
La maxidevaluación de 2002 permitió 
incrementar significativamente el sal-
do superavitario de la balanza comer-
cial, que junto con la cesación de pagos 
permite sortear por un tiempo la res-
tricción externa. Pero además, el ajuste 
cambiario logra un reacomodamiento 
de precios que resuelve las necesidades 
impuestas por la restricción interna. Se 
combinan para ello: a) la demanda agre-
gada deprimida en los meses de ajuste 
del tipo de cambio; b) la existencia de ca-
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pacidad ociosa instalada en gran parte 
de los factores productivos (incluyendo 
la fuerza de trabajo); c) la pesificación y 
congelamiento de las tarifas de servicios 
públicos (artículos 8 y 9 de la ley 25.561); 
d) el reestablecimiento de derechos de 
exportación (retenciones); y e) el con-
trol represivo sobre las demandas de los 
trabajadores. Esta combinación de efec-
tos permitió salir del largo cepo de la 
Convertibilidad y permitió un ajuste de-
valuatorio real: esto es, una elevación de 
la protección externa, y al mismo tiem-
po un aumento en la porción del ingreso 
apropiado por los sectores productores 
de bienes transables. Esta situación per-
mitió la rehabilitación de un amplio sec-
tor de PyMEs, cuya capacidad competiti-
va es mucho menor. Este sector, a través 
de sus asociaciones, convalidaría ex post 
la devaluación y apoyaría abiertamente 
la política de tipo de cambio alto19.

Mientras que los factores a) y b) se 
erosionarían con el tiempo con la propia 
reactivación, los factores c), d) y e) im-
plicaban una serie de conflictos sociales 
abiertos. Respecto de las tarifas, las em-
presas privatizadas optaron por reducir 
las inversiones, litigar a través del CIADI y 
utilizar la presión del FMI y los gobiernos 
español y francés (principalmente) para 
lograr un reajuste. Sin embargo, la situa-
ción social, que identificaba a estas em-
presas como parte del modelo neoliberal 
en estallido (junto al sector financiero), 
les quitaba cierta capacidad de presión20. 
El factor e) era quizás el más complejo, 
desde el punto de vista social y político. 
En este sentido, Duhalde fue taxativo: 
no cedería ante las demandas de mejo-
ras distributivas de la CTA, los piquete-
ros e incluso la CGT. Si bien es cierto que 
amplió masivamente la cobertura de los 
planes sociales, esta medida no contra-
riaba las necesidades del sector del capi-
tal que lo apoyaba, toda vez que implica-
ba un impacto directo sobre la demanda 
interna21. Sin embargo, los salarios no 
mostrarían recuperación sino a cuenta 
gotas y desde enero de 2003. 

La férrea voluntad demostrada por 
el gobierno de Duhalde para mantener 
esta estructura de precios relativos fue 
lo suficientemente creíble como para 
que los capitalistas decidieran invertir 
sus recursos en la producción. No trivial-
mente, en el mismo mes en que ocurre 
la masacre de Puente Pueyrredón, el ni-
vel de actividad agregada muestra ya la 
reversión de la tendencia (comienza la 
reactivación) y el tipo de cambio deja de 
crecer y comienza a converger al nuevo 

nivel de $2,9 por dólar. No estamos afir-
mando que se estuviera actuando bajo 
un macabro plan preestablecido, pero 
ciertamente estas asociaciones son su-
gerentes. El Grupo Productivo reduciría 
paulatinamente su exposición pública, 
sabido de haber logrado su cometido. 
De hecho, muchas de las asociaciones 
de la gran burguesía demandarían es-
tabilidad en el tipo de cambio, y centra-
rían sus demandas en moderar el au-
mento de salarios: la rehabilitación de 
la negociación colectiva de trabajo y del 
Consejo del Salario Mínimo no contra-
decían las necesidades y demandas del 
gran capital, sino todo lo contrario. 

Cuando Duhalde otorgó los aumen-
tos de salario por decreto a fines de 
2002, las cámaras empresariales se que-
jaron no tanto por el propio aumento co-
mo por el método para realizarlo. La pro-
pia gran burguesía, ante la evidencia de 
una futura recuperación salarial, quería 
tener control del proceso. La rehabilita-
ción de la negociación colectiva de tra-
bajo, aunque se tratara de una demanda 
del movimiento sindical, no contrariaba 
a la gran burguesía. Esta situación cam-
bia a fines de 2007, cuando los precios 
mayoristas superaron la devaluación 
nominal, lo que significa, en términos de 
competitividad externa, que se estaba 
retornando a la situación del 2001 (aun-
que con una productividad algo más ele-
vada). No en vano, en la campaña pre-
sidencial de 2007 Cristina Fernández 
insistió con la idea de pacto social. Esta 
suerte de remisión al pasado peronista 
tenía un objetivo claro: controlar los au-
mentos de costos vía represión salarial. 
Antes que ocurriese la convergencia de 
2007, los mecanismos institucionales 
para controlar el proceso de recupera-
ción salarial estaban ya en marcha.

Calculado en términos reales, con 
el IPC-7 provincias, encontramos que a 
partir de fines de 2006 el salario real del 
sector privado registrado (el que nego-
cia las paritarias), deja de crecer, e inclu-
so cae hasta II-0822. Observando el nivel 
general de los salarios (empujados a la 
baja por el sector privado no registrado 
y especialmente por el sector público), 
vemos que las mejoras distributivas por 
esta vía se detuvieron a fines de 2006. El 
rol de las burocracias sindicales en este 
proceso ha sido central, aunque a medi-
da que trascurrieron los años fueron en 
muchos casos impugnadas por las pre-
siones de sus propias bases. El salario 
real promedio se encuentra en 2011 (lue-
go de casi una década de crecimiento) 

en los niveles de 2001, es decir, de plena 
crisis. El ajuste salarial ha sido particu-
larmente importante en el sector públi-
co, habilitando recursos para otros usos 
más afines a las necesidades del gran ca-
pital (pago de intereses de la deuda pú-
blica, promoción industrial, etc.).

La gran burguesía obtuvo un incre-
mento considerable de las ganancias 
en 2002 gracias a la devaluación, y pa-
ra continuar produciendo requerían que 
éstas se mantuvieran a niveles eleva-
dos. Las mejoras distributivas tendrían, 
en principio, esta limitante: su princi-
pal canal sería la incorporación por em-
pleo23. Es decir, las fracciones de la gran 
burguesía no sólo lograron la aplicación 
de la política que demandaban, sino que 
ésta persistió en el tiempo. Esto no quie-
re decir que la coalición que impulsa la 
misma no haya cambiado. Por un lado, 
el capital financiero nacional (específi-
camente, ABAPPRA, ADEBA y la Bolsa 
de Comercio) fortaleció sus vínculos con 
los gobiernos kirchneristas. Por otro la-
do, además del acercamiento de frac-
ciones del capital pequeño y mediano, 
beneficiado por la protección externa, 
también podrían consignarse algunas 
asociaciones de trabajadores, que se 
vieron fortalecidas a partir de la recupe-
ración de sus ingresos del piso de 2002, 
y el impulso a la negociación colectiva.

Sin embargo, a partir de 2007 esta 
coalición empieza a trastabillar. La de-
valuación real se ve comprometida por 
la inflación, y no es posible ajustar seve-
ramente los salarios, porque volvería a 
generarse el escenario político de fines 
de la Convertibilidad. Las dificultades de 
lograr modificar la estructura de apro-
piación de ingresos de un modo más 
abiertamente regresivo se verán refleja-
das en la espiral inflacionaria iniciada en 
estos años. Dado entonces que el ajuste 
de salarios sólo parecía viable median-
te el estancamiento real, el gobierno de-
bió buscar legitimación (especialmente 
después del conflicto con el campo) a 
partir de una ampliación de la política 
social. Las mejoras no vendrían ya por 
una fuente estructural, sino por el cami-
no de una política que compensara los 
límites de la propia estructura: el traba-
jo debía mantenerse relativamente ba-
rato. Este proyecto de una fracción de la 
gran burguesía pudo haber concitado el 
apoyo de alguna fracción de trabajado-
res, pero siempre de modo subordinado.

Es importante resaltar estos pun-
tos, y poner en perspectiva el proceso 
post Convertibilidad: si bien los traba-
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jadores y fracciones subordinadas de la 
burguesía participaron de los beneficios 
del crecimiento, no han sido los ganado-
res netos. Apenas una compensación a 
una parte de las pérdidas históricas de 
los años previos. La gran burguesía tam-
poco “ganó” en bloque, pues fracciones 
de la misma se vieron parcialmente per-
judicadas (servicios públicos) y otras hu-
bieran preferido otro esquema de polí-
ticas. La naturaleza de esta alianza se 
expresó con toda crudeza en el conflicto 
de 2008. Abstrayéndonos de otros ele-
mentos importantes de este conflicto, 
podemos notar en él la expresión públi-
ca de un sector de la burguesía que no 
estaba dispuesto a ceder en sus ganan-
cias. El pedido de devaluación real (quita 
de retenciones) del sector agropecuario 
expresaba una necesidad de ciertos sec-
tores del capital, que el gobierno no po-
día resolver sin problemas.

Ceder en la devaluación real en 2008 
podía impulsar aún más el proceso infla-
cionario en curso, perjudicando especial-
mente a trabajadores y sectores capita-
listas abocados al mercado interno. La 
UIA, de hecho, dudó un tiempo de la de-
valuación por este motivo, además de la 
presión del gobierno por mostrarse de su 
lado. Finalmente, cuando la crisis inter-
nacional se hace evidente en Septiembre 
de 2008, la UIA pasa a demandar nuevas 
devaluaciones. Sus antiguos aliados del 
Grupo Productivo hacen lo propio, mien-
tras que la CGT de Moyano cede en sus 
reclamos, a cambio de preservar el nivel 
de empleo. El gobierno, sin concederlo 
públicamente, comienza a administrar 
pequeñas devaluaciones a partir de fines 
de ese año, buscando preservar la com-
petitividad externa de la economía. Para 
ello, también era necesario que algunos 
precios locales se atrasen. 

Aquí renace el conflicto distribu-
tivo: los trabajadores no estaban dis-
puestos a ceder las conquistas obteni-
das, y los sectores del capital relegados 
(servicios públicos) comenzaban a pre-
sionar a través de la desinversión y el 
desabastecimiento. El gobierno, aten-
to a estas necesidades, comenzó a ne-
gociar aumentos arbitrarios en las tari-
fas de servicios e inició un alejamiento 
de las organizaciones de trabajadores. 
Esto se expresó con claridad en la cam-
paña (iniciada en 2007 y suspendida por 
el conflicto del campo) contra el antiguo 
aliado Moyano, impulsando como con-
trincantes a otros burócratas asociados 
a las privatizaciones menemistas o in-
cluso a la dictadura. 

Las dificultades inherentes a un nue-
vo ajuste se presentaron con claridad pa-
ra el kirchnerismo, legitimado sobre la 
base de una interpelación populista: el 
“modelo” nacional y popular no podía pa-
sar al ajuste sin crisis política. En definiti-
va, en términos del esquema de Vitelli, se 
está administrando la salida de la onda 
de precios, dilatando la crisis hasta don-
de la capacidad política dé. Mientras tan-
to, la disputa social por la distribución del 
ingreso persiste, reavivando la restric-
ción interna al crecimiento, en un esce-
nario de crisis internacional que dificulta 
sortear la restricción externa.

ALGUNAS NOTAS FINALES
El crecimiento de la actividad econó-
mica a partir de 2002 es innegable por 
la fuerza de los datos. El proceso logró 
conciliar elevadísimas ganancias para 
el gran capital con cierta redistribución 
para los trabajadores. La reactivación 
durante el gobierno de Kirchner puso un 
freno a una tendencia de la etapa neo-
liberal: el mercado de empleo comenzó 
a contratar trabajo en lugar de expul-
sarlo, y el salario real mostró cierta re-
cuperación. Ambos fenómenos no re-
vierten “el neoliberalismo” de conjunto: 
después de cada gran crisis de la etapa, 
se dio esta recuperación24. En todo ca-
so, la novedad estaría que en una vez al-
canzado el nivel de la crisis de 2001, los 
salarios reales han logrado mantenerse 
relativamente estables, en lugar de ser 
drásticamente reducidos.

La devaluación fue un componente 
central del esquema de políticas que dio 
inicio a la rehabilitación de la acumu-
lación en 2002. El reclamo por la deva-
luación fue originalmente, y ha vuelto a 
serlo cada vez, un reclamo de un sector 
de la gran burguesía. Los sucesivos go-
biernos post-Convertibilidad han actua-
do en nombre de estas presiones, más 
allá de enfrentamientos casuísticos25. 
Diversas fracciones del capital concen-
trado, pero también del pequeño y me-
diano capital han visto sus negocios fa-
vorecerse durante esta etapa, y por ello 
no han ahorrado en apoyos a los gobier-
nos del kirchnerismo26. Durante cierto 
tiempo, un sector de trabajadores se ha 
visto beneficiado por algunas mejoras 
en materia de empleo y salarios. En cier-
ta forma, esto hace comprensible cierto 
apoyo, aunque no puede dejar de resal-
tarse el carácter subordinado de estas 
fracciones de clase en la coalición que 
impulsa las decisiones del gobierno. Los 
cambios en la ampliación de la política 

social en el gobierno de Fernández han 
sido progresistas en la medida en que 
cuestionan algunas lógicas neolibera-
les (como la focalización), pero tienen el 
dilema de no apuntar a cambios estruc-
turales: aunque necesaria, y simbólica-
mente significativa, la política social es 
un remedo a los límites a las mejoras en 
la distribución estructural del ingreso27.

Los bajos niveles de productividad 
se encuentran lejos de dar a la economía 
una competitividad a prueba de cual-
quier tipo de cambio. Para que la acumu-
lación se sostenga, los capitalistas deben 
considerar un horizonte creíble de (ele-
vadas) ganancias. Para esto, es necesa-
rio reducir el nivel de vida de los trabaja-
dores, pero eso implica romper con parte 
de la alianza que sostiene políticamen-
te al gobierno. Administrar las pequeñas 
devaluaciones es un intento por conciliar 
ambos objetivos, pero –tal como la in-
flación indica– parece difícil de sostener 
por largo tiempo. Un elemento central 
que permite sortear estas dificultades 
un tiempo más es que la gran burgue-
sía aún no ha logrado conciliar un nuevo 
proyecto de acumulación claro y explíci-
to, ni siquiera entre algunas de sus frac-
ciones. Sin él, la salida de este proyecto, 
sigue siendo la administración prolonga-
da de una situación no resuelta. Por otra 
parte, no está claro qué sector de la gran 
burguesía podría concitar el apoyo de los 
trabajadores, contra el actual gobierno.

En la actualidad, no existe una alian-
za clara que impulse la salida devalua-
toria, y esto dilata su ejecución. La gran 
burguesía no logra un consenso alrede-
dor de un proyecto. Mientras tanto, dis-
tintas fracciones del capital oscilan en-
tre la crítica y el apoyo, desgastando el 
vínculo construido sobre la base de ne-
gocios rentables. La crítica al gobierno, 
por otra parte, carece por ahora del ni-
vel de generalidad que tenía a fines de 
la Convertibilidad, especialmente entre 
sectores de la pequeña burguesía y los 
trabajadores (a pesar de existir múlti-
ples expresiones en este sentido). Esto 
permite al gobierno, al menos por el mo-
mento, sortear el intento de desgaste 
proveniente de las fracciones de la gran 
burguesía no aliadas (las que más im-
pacto han logrado hasta el momento). 
Es decir, aunque una devaluación real 
podría “resolver” temporalmente las ne-
cesidades de gran parte del capital, no 
existen de momento condiciones polí-
ticas para realizar tal ajuste: el proyecto 
del gobierno no está tan desgastado ni 
existe una alternativa capaz de concitar 
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el apoyo de sectores subordinados, a la 
vez que el propio gobierno no puede ol-
vidar que parte de su legitimidad provie-
ne de esos sectores subordinados. 

No es posible abstraerse de la nece-
sidad intrínseca de la intervención del 
Estado que el capital requiere para auxi-
liar la acumulación. El gobierno, al decidir 
las políticas económicas, debe procurar 
representar al conjunto de la sociedad 
para legitimarse, a menos que preten-

da sostenerse sobre la exclusiva base de 
la coerción. Esto implica tener en cuen-
ta la interacción de los distintos grupos 
sociales, que negocian políticamente pa-
ra buscar impulsar sus propios proyec-
tos. La actual constelación de intereses y 
necesidades no muestra con claridad la 
existencia de un proyecto en ciernes con 
capacidad de apoyo de sectores subordi-
nados. Quizás dentro del sector agrope-
cuario se haya vislumbrado esto, a partir 

del extraño acercamiento de pequeños 
productores con grandes terratenientes. 
En todo caso, la capacidad de este pro-
yecto de extenderse más allá, en otros 
sectores de la sociedad, aún no ha sido 
probada. Por supuesto, estas condicio-
nes pueden cambiar con mucha veloci-
dad. Cinco presidentes argentinos en un 
mes lo atestiguan. �

* En la elaboración del material del presente trabajo, fueron fundamen-
tales los comentarios de Agostina Costantino, Luis Daniel Vázquez y 
Martín Schorr, a quienes agradezco. Las opiniones, errores y omisiones 
son de mi exclusiva responsabilidad.

1. Llamativamente, se suele “olvidar” mencionar a Braun cuando se habla 
de esta literatura, aún cuándo éste formuló planteos previos a los de 
Diamand y quizás con mayor anclaje teórico.

2. Schvarzer y Tavosnaska (2008) hablan de un ciclo de “go & crush” en lu-
gar del clásico “stop & go”.

3. Jorge Castro, Secretario de Planeamiento Estratégico, indicó que el 
presidente había requerido el estudio de la posibilidad un año antes 
(“Menem propone como salida que el Mercosur se dolarice”, La Nación, 
16 de Enero de 1999). Pablo Guidotti, viceministro de economía, ha-
bía publicado ya en 1991, junto al director del CEMA, Carlos Rodríguez, 
un trabajo titulado “Dollarization in Latin America - Gresham’s Law in 
Reverse?”, quizás uno de los primeros trabajos del FMI en materia de do-
larización (WP 91/117).

4. Aunque en rigor existe una ambivalencia en este argumento: supues-
tamente es la continuidad lógica de la Convertibilidad, a la que hay que 
profundizar por su éxito, pero se debe pasar a la dolarizar por el fracaso 
de la Convertibilidad en reducir las tasas de interés.

5. Además del ministro de economía Roque Fernández y el presidente del 
BCRA Pedro Pou, los más férreos impulsores del proyecto fueron Aldo 
Abram, Jorge Ávila, Joaquín Cottani y Gabriel Rubinstein. Este último 
ocuparía varias puestos en el gobierno de Kirchner, incluyendo el de ase-
sor en la negociación con el FMI.

6. Miembro del ultra-liberal CATO Institute y antiguo asesor de Reagan.
7. Quien asesoró al senador republicano, Connie Mack, para la presenta-

ción en abril de 1999 de un proyecto ante el Congreso estadounidense 
donde se proponía compartir el señoreaje con los países que dolarizaran.

8. En uno de los puntos más álgidos de la crisis argentina, Dornbusch acor-
daría con Hanke en que sería buena idea entregar temporalmente el go-
bierno argentino a alguna representación extranjera (“Menem presenta-
rá su plan y su candidatura en los EEUU”, La Nación, 19 de Mayo de 2002).

9. “Ahora tenemos unos próceres en los billetes; pasaríamos a tener otros” 
fue una de las primeras declaraciones de Pou al respecto (“Proponen 
la dolarización total”, La Nación, 22 de enero de 1999). En sintonía, 
Guillermo Calvo afirmaría que en todo caso era posible pensar en “re-
ducir las objeciones nacionalistas” emitiendo dólares con las caras de 
Zapata, San Martín y Bolívar (“¿Hacia dólares con el rostro de Zapata?”, 
La Nación, 26 de enero de 1999).

10.Larry Summers, segundo en el Tesoro, defendió en un primer momento 
la dolarización bajo un argumento memorable: “La dolarización es sexy. 
Es una idea que tiene la ventaja de ser original, atractiva y fácilmente 
comprensible para todo el mundo” (“Summers: dolarizar es una idea se-
xy”, La Nación, 31 de enero de 1999).

11. El Fondo, en boca de Claudio Loser, sostendrá que “es un tema contro-
versial y el FMI es pragmático en esto, porque hubo éxitos y fracasos en 
todos los países y con todos los sistemas cambiarios” (“La devaluación 
no es la clave del crecimiento”, La Nación, 24 de septiembre de 2000). Sin 
embargo, el jefe de la misión enviado por el Fondo a Argentina en 2002, 
John Thornton, había alentado la dolarización y participó significativa-
mente en el proceso ecuatoriano.

12. Compuesto por la UIA, la Cámara Argentina de la Construcción y Con fe-
de raciones Rurales Argentinas (CRA).

13. Se destacan en el sector urbano la Asociación de Pequeñas y Medianas 
Empresas (APYME), la Confederación General Económica (CGE), y la 
Cámara Actividades Mercantiles Empresarias (CAME).

14.Moyano había llamado a un “Frente Nacional, Social y Productivo” a ini-
cios del año, por lo que su anuencia a una figura de este tipo era esperable. 
(“Moyano apuesta a crear un frente social”, La Nación, 9 de enero de 2001).

15. Gaggero y Wainer (2006) dudan de la intención del Grupo Productivo de 
impulsar la demanda mediante mejoras a los asalariados, dado que pu-

blicaciones previas del Departamento de Política Social de la UIA soste-
nían la necesidad de congelar los salarios y permitir despidos y suspen-
siones irrestrictas.

16.En rigor, la UIA declaró abiertamente que no quería a la SRA en la con-
certación (“Crotto: ‘El país no está para chicanas’”, La Nación, 29 de no-
viembre de 2001).

17. Detalles sobre este punto se pueden consultar en Levi Yeyati y 
Valenzuela (2007).

18.Esta secuencia pone en cuestión el mecanismo de impulso a la activi-
dad guiado por la demanda, tal como lo describe (Amico, 2008a, 2009). 
Invirtiendo su razonamiento, siempre es cierto que es necesaria una de-
manda efectiva para poder realizar la producción y con ella las ganan-
cias (que antes de realizar la venta, siguen siendo sólo potenciales). El 
aumento de ganancias y el aumento de la producción parecen comenzar 
antes que exista un aumento de la demanda agregada: una vez que los 
recursos son aplicados a la producción, bajo la expectativa de ser reali-
zada en algún mercado, la demanda reacciona. El primer mercado que la 
gran burguesía encuentra como potencial destino de su producción es 
el externo y el de altos ingresos: dada la licuación de los salarios y el nivel 
de desempleo, no parece creíble que haya sido la “redistribución del in-
greso” la que impulsó la demanda en primer lugar, como sugieren Amico 
(2008b, 2008c) y Rapetti (2005).

19.APYME, CGE y CAME apoyarían reiteradamente esta política. Las orga-
nizaciones PyME del campo también apoyarían pero tendrían algunos 
reparos, ya que la devaluación aumentó el costo de sus insumos y las re-
tenciones les impidieron captar el resultado total de la suba de precios.

20.Debe consignarse que las empresas recibieron cuantiosos subsidios pa-
ra compensar la falta de ajuste de las tarifas, aunque esto las sometiera 
a cierta puja constante con el gobierno.

21. La CTA había realizado en diciembre de 2001 una consulta popular don-
de participaron casi dos millones de personas, que se inclinaron masiva-
mente por el apoyo a un seguro de desempleo de $380 y un ingreso ciu-
dadano universal (de $60 por hijo).

22.No puede dejar de mencionarse que una de las intenciones al intervenir 
el INDEC y comenzar a subestimar la inflación a partir de 2007 era redu-
cir la referencia de negociación de los sindicatos. Sin embargo, rápida-
mente el nuevo índice de precios perdió credibilidad, y no fue una pauta 
de referencia para la negociación colectiva. Sus efectos sí seguirían pe-
sando sobre la deuda pública indexada en pesos, que para 2008 explica-
ba cerca del 44% de la deuda total.

23.Debe considerarse el efecto del aumento –aunque sea leve– de la pro-
ductividad en estos años, que permitiría subir salarios manteniendo un 
cierto nivel de ganancias.

24.El desempleo a niveles del 7% es bastante superior al de la década de 
los ’80. CENDA (2008) y Lozano (2008) cuestionan además la medición 
posterior a la intervención del INDEC, que subestima el desempleo real. 
Los salarios reales, por su parte, se encuentran un 30% por debajo que 
en 1974, último máximo histórico (Burachik, 2009).

25.Estos enfrentamientos son menores en relación a la discusión aquí pre-
sentada. Sin embargo, en términos simbólicos su importancia no es tri-
vial. Conflictos como el de 2008 con “el campo” y luego con Clarín, han 
rehabilitado en el imaginario colectivo la posibilidad de que ciertas de-
mandas históricas cobren cierta realidad, por imperfecta que sea. Esta 
capacidad de convocar a la realización, aunque parcial o distorsionada, 
de ciertas demandas populares forma parte innegable de la inteligencia 
política del kirchnerismo.

26.No se ha trabajado aquí, pero la reestructuración de la deuda externa 
(otra de las políticas económicas clave de la etapa) fue una fuente de rei-
terados apoyos del conjunto de la burguesía, y no sólo de las fracciones 
que se veían favorecidas por los intentos de rehabilitar el acceso al mer-
cado mundial de capitales.

27.Los cálculos de Graña y Kennedy (2007, 2008, 2010) sobre distribución 
funcional del ingreso parecen apuntar en este mismo sentido.
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La actividad nuclear en Argentina

LA ENERGÍA NUCLEAR 
EN EL MUNDO
En cualquier país que haya instala-
do centrales nucleoeléctricas, una vi-
sión de las actividades en el campo de 
la energía nuclear, no puede sino cen-
trarse en la evolución de la nucleoelec-
tricidad, por la incidencia de la gene-
ración eléctrica en la economía. En el 
mundo hay cerca de 440 centrales en 
operación, que producen un 14% de la 
electricidad mundial; en varios países 
desarrollados –la mayoría europeos– 
esa contribución es del 30 al 80% y en 
EEUU llega al 20%. Y hay más de 60 
centrales nucleares en construcción 
en 13 países, entre los más importan-
tes China, Rusia, India y Corea del Sur. 
La EIA –agencia de energía de la OECD– 
pronosticaba en 2011 que la poten-
cia instalada podía crecer hasta el año 
2035 en un 60%.

En una era de crecimiento de la de-
manda energética, aumento de precios 
del petróleo y avance de la electricidad 
en el consumo industrial y doméstico, 
no se puede dejar de apreciar el aporte 
que puede dar la energía nucleoeléctri-
ca para satisfacer la demanda futura. Es 
cierto que hay resistencia a su incorpo-
ración, y que se la justifica por los costos 
de instalación, del desmantelamiento 
de las centrales y de la gestión de los re-
siduos. Pero el rechazo más manifiesto 
se funda en el temor ante los acciden-
tes –por cierto muy esporádicos, pero 
de consecuencias muy sentidas, sobre 
todo por su extensión geográfica y su 
duración– y ante los hipotéticos riesgos 
de contaminación de las actividades co-
nexas a la operación1. 

Contrariamente, es necesario consi-
derar los avances que ha logrado la tec-
nología nuclear con las mejoras en la 
seguridad y, en el plano económico, los 
aumentos de eficiencia (mayor poten-
cia por unidad, mayor rendimiento del 
combustible, operación continua con 
menos paradas por fallas y manteni-
miento), la larga vida útil de las centra-
les, la disponibilidad de uranio. También 
se debe tomar en cuenta que las cen-
trales nucleares casi no emiten sustan-
cias contaminantes y generadoras del 
efecto invernadero, mientras las centra-
les térmicas que queman hidrocarburos 
son una fuente muy importante de las 
mismas. Más allá de todas las considera-
ciones generales sobre la industria nu-
cleoeléctrica y la coyuntura económica y 
energética a nivel mundial, la introduc-
ción y expansión de la nucleoelectrici-
dad en cualquier país depende fuer-
temente de su perfil energético, de la 
performance de sus centrales y sus ca-
pacidades profesionales, y del apoyo u 
oposición de la opinión pública. 

ARGENTINA, PAÍS NUCLEAR
En Argentina se creó en 1950 la Comisión 
Nacional de Energía Atómica (CNEA), 
que construyó y opera reactores ex-
perimentales desde 1958, y en 1974 co-
menzó a producir electricidad en la pri-
mera central nuclear de América Latina. 
En ella se desarrolla investigación y tec-
nología en diversos campos, particular-
mente en los relacionados con procesos, 
materiales, componentes e insumos pa-
ra la construcción y operación de las 
centrales. Así se pudo completar en el 
país el llamado “ciclo del combustible”, 
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desde la extracción del uranio hasta 
la fabricación completa del combusti-
ble de uranio natural y de los elemen-
tos combustibles que lo contienen en el 
reactor. También en los temas de trata-
miento de residuos, enriquecimiento de 
uranio, agua pesada, seguridad nuclear 
y otros se fueron encarando desarrollos, 
construyendo instalaciones y logrando 
experiencia operativa. Este proceso tu-
vo fuerte apoyo económico y de gestión 
por parte de las autoridades nacionales 
hasta fines de la década de los años 70. 

A principios de los 80 –al tiempo 
que se decidía la instalación de la 3ª 
central Atucha II (CNAII)– se impusie-
ron cambios significativos en la políti-
ca económica, que impactaron en la ac-
tividad nuclear. Se inició entonces un 
largo período con vaivenes en el avan-
ce del proyecto Atucha II –producto de 
parálisis por indefiniciones del poder 
político, desavenencias con proveedo-
res, problemas de gestión de la obra y 
fuertes limitaciones presupuestarias– 
que llevaron a un gran retraso. A par-
tir del año 1991, en el marco del proceso 
de la privatización de empresas y orga-
nismos estatales, se intentó la privati-
zación de la operación de las centrales 
nucleares, incluyendo la construcción 
de CNA II; finalmente ese propósito se 
frustró y años después fue abandona-
do, y la obra de CNA II quedó práctica-
mente paralizada. 

Como parte de las políticas privatis-
tas, en el año 1994 culminó un proceso 
de ofensiva sobre la Comisión Nacional 
de Energía Atómica (CNEA): se le qui-
tó la función de regulación de la ac-
tividad nuclear, creando la Autoridad 
Regulatoria Nuclear (ARN), y se sepa-
ró el manejo de las centrales nuclea-
res creando la empresa Nucleoeléctrica 
Argentina Sociedad Anónima (NA-SA), 
cuyo accionista principal es la Secretaría 
de Energía. Esta empresa tomó la opera-
ción de las centrales de Atucha (CNA I) 
y la central Embalse (CNE) –que siguie-
ron funcionando con buena performan-
ce– y, tras el fracaso de la privatización, 
quedó a cargo de la obra de CNA II (ver 
Tabla nº 1). 

A partir de entonces, y a pesar de que 
se lograban algunos avances menores, la 
marcha irregular de la obra de Atucha II 
se convirtió, para la opinión pública, en el 
barómetro de la actividad nuclear.

 

LAS CENTRALES 

Atucha II
En el año 2006, luego de tres lar-
gos años de estudios y gestiones, el 
Poder Ejecutivo Nacional, a través de 
la Secretaría de Energía resolvió, co-
mo ítem principal de un plan para la 
actividad nuclear, retomar activamen-
te la construcción de CNA II2. La tarea 
se encontró con graves dificultades, en 
primer término debido a que el dise-
ñador de la central (la empresa alema-
na Siemens AG) no mantuvo su garan-
tía sobre las especificaciones originales 
del contrato de provisión, cuya vigencia 
había caducado. Además, dado el tiem-
po transcurrido, parte del equipamien-
to original quedó obsoleto, algunos pro-
veedores de equipos o partes habían 
desaparecido del mercado, y hubo que 
resolver problemas de ingeniería pen-
dientes, rediseñar sistemas y conseguir 
nuevos componentes en el mercado in-
ternacional, algunos con grandes difi-
cultades y costos crecientes, amén de 
retrasos en el financiamiento. Diversas 
características del funcionamiento de la 
central, particularmente las relaciona-
das con la seguridad, fueron revisadas a 
la luz de los más estrictos criterios de di-
seño, lo que requirió, en ocasiones, recu-
rrir a compulsar estudios de otros ope-
radores y consultores internacionales3. 
Recordemos que la central CNA II, una 
central de más de 700 MW con recipien-
te de presión, alimentada con uranio na-
tural, refrigerada y moderada con agua 
pesada, es un modelo único sobre el que 
no hay experiencia directa, aunque sus 
características funcionales y algunos de 
sus sistemas son iguales o muy simila-
res a los de CNA I, sobre la que sí se tiene 
vasta experiencia en el país.

En la actualidad se está terminando 
el montaje y conexionado eléctrico y de 
instrumentación, y ensayando y ponien-
do en marcha sistemas; la carga de los 
elementos combustibles –fabricados en 
el país– se haría en diciembre, y la carga 
de agua pesada (600 toneladas ya fabri-
cadas en la planta de Arroyito, Neuquén) 
está programada para abril de 2013. 
Luego vendrán las pruebas de presión y 
finalmente la puesta en marcha nuclear, 
la puesta en potencia y la conexión a la 
red. Sería propósito de las autoridades 
nacionales fijar en julio de 2013 la fecha 
de inauguración de la central, meta que 
hoy parece de difícil cumplimiento.

Frente a los ataques de sectores crí-
ticos de la actividad nuclear, el proyecto 

CNA II arrastra una historia ardua de jus-
tificar en cuanto a los ritmos de avance, 
los plazos incumplidos y el costo de la 
obra. Estos son indicadores de factores 
que se interrelacionan y potencian en dis-
tintos momentos: indefiniciones en el 
plano político, posibles falencias en la 
planificación, decisiones unilaterales y 
demoras por parte de proveedores, tro-
piezos en la importación. A comienzos 
de los años 90, organizaciones repre-
sentativas del personal de CNEA solici-
taron a las autoridades que se realizara 
una auditoría de la gestión de la obra; 
nunca se realizó. No está de más re-
cordar que en la historia de Argentina, 
otras obras públicas, particularmen-
te grandes obras de infraestructura, se 
han hecho famosas por el retraso en su 
concreción y la falta de información so-
bre su costo total.

Embalse 
La central nuclear en Embalse (CNE) es-
tá llegando al fin de su vida útil (fijada 
por la autoridad regulatoria desde su in-
auguración). Pero en los últimos años se 
difundió en el mundo la práctica de ex-
tender la vida útil de centrales, a las que 
se realizan trabajos de cambio y moder-
nización de sistemas y componentes. En 
EEUU por ejemplo, desde el año 2000 se 
ha autorizado ampliar la vida útil entre 
20 y 40 años a 73 centrales, y varias más 
están encarando este proceso. 

Con el objetivo de extender la vida de 
CNE se comenzó el proyecto con la parti-
cipación de AECL, la empresa estatal ca-
nadiense diseñadora de la central, que ya 
había encarado la extensión de vida de 
otras centrales CANDU en Canadá y en 
Corea del Sur4. Al comienzo, las dificulta-
des propias Posteriormente las dificul-
tades económicas que atravesaba AECL 
retrasaron el desarrollo de los trabajos, 
hasta que el gobierno canadiense avaló 
la privatización de una división de ope-
raciones de AECL al grupo Candu Energy, 
subsidiario de una importante firma de 
ingeniería, SNC-Lavalin; con este grupo 
NA-SA ha firmado contratos por asis-
tencia en el recambio de tubos de pre-
sión e internos del reactor. La obra total 
de extensión insumiría más de U$ 1360 
millones, contándose con un préstamo 
de la Corporación Andina de Fomento 
por U$ 400 M. La meta de la obra es 
obtener la aprobación regulatoria por 
unos 30 años más de vida, y podría lo-
grarse además un aumento de potencia 
estimado en 35 MW. Habrá aportes im-
portantes de industrias nacionales para 
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las modificaciones que se introducirán 
en la central; en particular se fabrican 
en el país –con el apoyo de la ingeniería 
hecha en CNEA– los nuevos 380 tubos 
de presión del reactor que alojarán a los 
elementos combustibles.

La Autoridad Regulatoria Nuclear 
(ARN) ha extendido a NA-SA la autori-
zación para operar CNE, aproximada-
mente hasta después de mediados del 
año 2014. Se proyecta detener la opera-
ción de la central a fines de 2013 o prin-
cipios del 2014, siempre que para en-
tonces, haya entrado en servicio la 3ª 
central CNA II remplazando la potencia 
de CNE restada a la oferta eléctrica. Los 
trabajos se completarían unos 20 me-
ses después. 

CNA I
La central CNA I sigue operando, luego 
de 38 años. A lo largo de su vida ha su-
frido desperfectos importantes, y tam-
bién ha sido objeto de modificaciones 
y remozamiento de componentes y sis-
temas, todos ellos encarados y resuel-
tos con la participación decisiva del 
personal y de la tecnología desarrolla-
da en CNEA y NA-SA, aunada al apor-
te de empresas argentinas y del diseña-
dor original. Un logro notable ha sido 
el remplazo, desde hace unos 10 años, 
de uranio totalmente natural por ura-
nio levemente enriquecido (ULE) en 
los combustibles, lo que prácticamen-
te duplica la eficiencia del quemado y 
reduce el costo de operación5. En vista 
de la buena performance de la central, 
y de la experiencia que se obtendrá de 
la extensión de vida de CNE, la posibili-
dad de una extensión de la vida de CNA 
I está en estudio.

La cuestión de la seguridad
Como ya se mencionara, la ocurrencia 
de un accidente o incidente en una cen-
tral nuclear o el descubrimiento de fa-
llas en algún componente o sistema im-

portante de alguna central, desata una 
ofensiva de los movimientos antinu-
cleares. En primer lugar se pone el acen-
to en la posibilidad de que se produzca 
nuevamente, en una central o país de-
terminado, un accidente con la misma 
causa inicial (p.ej. errores en la opera-
ción, como en el caso de Tchernobyl, o 
un incidente externo a la central, como 
el tsunami en Fukushima) o la misma fa-
lla en un componente importante, co-
mo por ejemplo, la aparición de fisuras 
en un recipiente de presión6.

Lo que la opinión pública no conoce 
en general, y no se le comunica adecua-
damente, es cómo trabaja toda la comu-
nidad nuclear del mundo, a través del 
Sistema de Información de Incidentes 
(IRS) del Organismo Internacional de 
Energía Atómica (OIEA), las asociacio-
nes de operadores de centrales nuclea-
res (como la World Association of Nu-
clear Operators –WANO–), la asociación 
de operadores de centrales de un tipo 
determinado (por ej. el grupo de due-
ños de centrales CANDU, COG), además 
de los organismos regionales y locales: 
la autoridad regulatoria nacional, los 
operadores de las centrales y las insti-
tuciones relacionadas (como la CNEA en 
nuestro país). Todos los incidentes, aun 
aquéllos de consecuencias leves, que 
tienen lugar en una central nuclear, se 
informan a la autoridad regulatoria na-
cional, al IRS y a los operadores y dise-
ñadores pertinentes; y es la autoridad 
regulatoria del país la que puede exigir 
la realización de estudios, modificacio-
nes de componentes, o la instalación de 
nuevos sistemas. En las centrales argen-
tinas existen grupos de ingeniería que 
analizan, ante cada evento, si uno simi-
lar puede ocurrir aquí, y cómo se puede 
evitar o atender a sus consecuencias.

Así es como, luego de producidos los 
acontecimientos de Japón en 2011, el te-
rremoto y el posterior maremoto, que 
llevaron al accidente nuclear de Fuku-

shi ma, fueron varios los estudios y las 
acciones consecuentes que recomen-
daron los organismos internaciona-
les y requirió la Autoridad Regulatoria 
Nuclear argentina. Para entonces, ya es-
taba en marcha en CNA I y CNE una re-
visión de los estudios de sismicidad que 
formaron parte del diseño original de 
las centrales. Se resolvió adoptar mejo-
ras, como la incorporación de equipos 
recombinadores para capturar hidró-
geno7; también se dispondrán equipos 
diesel móviles para proveer la alimen-
tación eléctrica si se sufriera la pérdi-
da del suministro normal de refrigera-
ción y de los diesel que lo respaldan, y se 
adoptarán otras medidas para asegurar 
aun más la provisión de agua ante esa 
emergencia.

Mas allá de las acciones que se adop-
tan a partir de los incidentes importan-
tes, a nivel mundial se ha extendido la 
práctica de realizar periódicamente (por 
ej. cada 10 años) análisis globales de se-
guridad en todas las centrales, en los 
que se revisan todas las funciones im-
portantes, se completan los criterios de 
análisis, se establecen modificaciones 
a las centrales existentes y se generan 
nuevos requerimientos para los futuros 
diseños de una central. 

Una cuarta central
Ya en el año 1980 se proyectaba un plan 
para la instalación de varias centrales 
nucleares, de las cuales la primera era 
la CNA II, y hasta se llegó a proponer la 
adopción de una nueva central de ura-
nio natural de diseño argentino. En el 
momento actual es muy necesario am-
pliar el parque eléctrico, pero evitando 
incorporar nuevas centrales que consu-
man hidrocarburos8. Sin embargo no es-
tá aún decidida la construcción de una 
cuarta central nuclear ni se ha fijado su 
emplazamiento, si bien se están reali-
zando estudios y estableciendo contac-
tos con distintos fabricantes y firmando, 

Tabla Nº 1. Centrales nucleares

*  En el lapso indicado, proporción entre la energía que  estuvo disponible para generar, y la que habría generado si hubiera operado  todo el tiempo a 
plena potencia.          

** Reactor de agua pesada presurizada.

CNA I 1974     (actual) 357 PHWR** rec. 
presión Siemens 79,3 74,3

CNE 1984 (actual) 648 PHWR-Candu AECL 68,6 86,4

CNA II 2013? (proy.)   735 PHWR
rec. presión Siemens N/A N/A
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o renovando, convenios de cooperación 
en materia nuclear con muchos paí-
ses, aunque interesen particularmente 
aquéllos cuyas empresas diseñan y don-
de se operan centrales9.

Para decidir el modelo y el pro-
veedor se requiere una definición cru-
cial sobre el tipo de combustible, ura-
nio natural o uranio enriquecido. 
Argentina decidió, desde la elección 
de CNA I, adoptar la línea de centrales 
con uranio natural (y agua pesada) por 
las dificultades y el costo del proceso 
de enriquecimiento; con esa orienta-
ción se desarrolló la explotación y pro-
cesamiento de uranio, y se adquirió la 
planta de fabricación de agua pesada. 
Alentando la continuidad de esa línea, 
la mayoría de los integrantes de la ac-
tividad nuclear en el país, apoyarían la 
elección de una central del tipo CANDU 
de un diseño avanzado (como las de las 
centrales Qinshan, en China)10. Ello no 
significa que se descarte la opción de 
incorporar centrales de uranio enri-
quecido en un futuro, dado que es el ti-
po de central más difundido y del que 
existen mayor cantidad de fabricantes; 
la decisión estaría ligada, en parte, a la 
posibilidad de autoabastecerse de ura-
nio enriquecido11. 

CAREM
El prototipo del reactor CAREM es el 
desarrollo más importante totalmen-
te propio que haya encarado CNEA en 
reactores nucleares, en el que contó, 
en algunos períodos, con el aporte de 
INVAP. Es un reactor de baja potencia 
(originalmente de 25 MW) de caracte-
rísticas avanzadas, con mecanismos de 
seguridad intrínseca, que puede utili-
zarse para alimentar pequeños centros 
de consumo eléctrico, particularmen-
te en zonas aisladas de una red amplia 
de distribución. El desarrollo sufrió pa-
rálisis y contramarchas en su evolución 
durante largos años en los cuales fluc-
tuó el apoyo presupuestario y se bus-
có lograr un país socio que comprara el 
reactor financiando el proyecto (luego 
en distintos momentos se ha propuesto 
la instalación del prototipo en una pro-
vincia que contribuyera: San Luis, ahora 
Formosa). Hubo también indefiniciones 
y vaivenes en la asignación de responsa-
bilidades en la gestión, y finalmente se 
ha decidido que CNEA complete el desa-
rrollo y la construcción del primer reac-
tor, que está siendo emplazado en la ve-
cindad de la central CNA I. 

EL URANIO 
Desde que en 1995 se paralizó la explo-
tación de la mina de Sierra Pintada, en 
San Rafael, Mendoza, y se comenzó a 
importar el concentrado, el abasteci-
miento de uranio para nuestras centra-
les de potencia se ha convertido en un 
problema siempre presente. Hace unos 
años hicimos una nota sobre la situa-
ción de la exploración y explotación 
del uranio, en la que recapitulábamos 
la historia del sector; mostrábamos la 
conveniencia de reanudar la explota-
ción en el país, y hacíamos hincapié en 
el avance de empresas privadas en la 
exploración, al tiempo que aumentaba 
la oposición de las poblaciones a la ex-
plotación minera12.

Desde entonces la movilización pú-
blica ha seguido creciendo en difusión 
e intensidad, alimentando la renuencia 
de las autoridades de Mendoza a auto-
rizar la explotación de Sierra Pintada, 
mientras las autoridades de CNEA si-
guen con las tratativas para reabrirla, ya 
que actualmente sigue resultando ca-
ra la importación del concentrado13. A 
su vez en Chubut, donde se encuentra 
Cerro Solo –un yacimiento con recursos 
importantes, pero que está aún en la fa-
se de estudio de costos de la explota-
ción– está vigente una ley que prohíbe 
la explotación metalífera a cielo abier-
to y con uso de ácidos, si bien el gobier-
no provincial está intentando derogarla 
o limitar su alcance, para permitir la ex-
plotación de minerales metalíferos. Es 
público que los gobiernos patagónicos 
tratan, con las concesiones a la minería, 
obtener recursos para compensar la es-
trechez de los fondos que perciben de la 
coparticipación federal.

CNEA prosigue además con la pros-
pección en diversas zonas del país, am-
pliando la búsqueda de áreas propicias 
para la exploración de uranio, aunque el 
presupuesto que se aplica no es del to-
do suficiente. Se han firmado, renova-
do, o están en trámite convenios de cola-
boración con las provincias, por ejemplo 
con San Juan y Mendoza. La detección de 
áreas favorables lleva luego al pedido de 
permisos de exploración (cateos), de los 
cuales hay cerca de quince –en San Juan, 
La Pampa, Río Negro, Mendoza– que aún 
no han sido otorgados. En Catamarca y 
La Rioja, donde ya hay exploraciones en 
marcha, se interrumpieron los trabajos, 
en gran medida por las presiones de los 
movimientos ambientalistas. 

La objeción principal que se opone 
a la reanudación de la exploración y ex-

tracción del uranio, es que CNEA no ha 
“remediado” las consecuencias de ex-
plotaciones anteriores, es decir, no se 
ha procedido a tratar y disponer de los 
materiales residuales –“colas” de mi-
neral y líquidos– producto de la extrac-
ción y la posterior concentración del mi-
neral. Para atender esa situación CNEA 
creó el PRAMU (Proyecto de Restitución 
Ambiental de la Minería del Uranio) que 
encara la remediación de ocho sitios. En 
Malargüe (Mendoza), y en Los Gigantes 
(Córdoba) –donde existieron sendos 
complejos fabriles hasta fines de los 
80– se han iniciado hace tiempo dichas 
tareas. El proyecto PRAMU cuenta con 
financiación parcial del Banco Mundial, 
pero sólo se aplica a explotaciones ya 
abandonadas. En Sierra Pintada CNEA 
está elaborando un informe de impac-
to ambiental para remediar el sitio, que 
presentará a la Secretaría de Medio Am-
biente mendocina, para salvar las obje-
ciones ambientalistas, y facilitar así que 
la provincia apruebe la reanudación de 
la minería.

EN PERSPECTIVA
CNEA sigue encarando actividades de 
investigación y desarrollo en diversas 
disciplinas y técnicas, no sólo en aqué-
llas relacionadas directamente con la 
generación de electricidad, sino tam-
bién en reactores de investigación, pro-
ducción de radioisótopos y en muchas 
otras aplicadas a la investigación y aten-
ción médicas, procesos industriales, 
agricultura, etc. También hay que men-
cionar la actividad docente y de coope-
ración en los institutos universitarios, el 
Balseiro en Bariloche, J. Sábato en San 
Martín, Bs. As., D. Beninson en Ezeiza. 
Finalmente reconozcamos que no es 
posible en este artículo, evaluar todas 
las líneas de trabajo, y ni siquiera hacer 
una simple enumeración exhaustiva de 
ellas. Podemos sí, en una perspectiva de 
la evolución del conjunto de las activi-
dades apreciar que, desde que en 2006 
se adoptara un plan de obras nucleares, 
se ha producido una revitalización espe-
cialmente en Nucleoeléctrica Argentina 
y en los sectores de CNEA y ARN direc-
tamente relacionados con las centra-
les, mientras que en otros sectores los 
avances son limitados. 

También debemos señalar que la re-
cuperación no tiene una expresión equi-
valente en el desarrollo de los recursos 
humanos, que tiene una larga historia. 
Los planteles de la actividad nuclear su-
frieron, fundamentalmente en la déca-
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da de los 90, sucesivas conmociones. 
Primero el desmembramiento de CNEA 
en 1994, con la creación de NA-SA y 
ARN, generó dispersión de capacidades 
y dificultades de comunicación y ges-
tión. Luego, entre 1995 y 1996 se aplicó 
en CNEA y NA-SA un plan de retiros vo-
luntarios, que implicó la salida de más 
de 1400 personas –un 50% de los cuales 
eran profesionales y técnicos– de un to-
tal aproximado de unas 4600. En años 
siguientes, a través de retiros inducidos 
y en una atmósfera de desánimo y de 
postergación en los salarios, continuó la 
desvinculación de muchos agentes. Y la 
pérdida de capacidad profesional se si-
guió dando por la jubilación de científi-
cos y técnicos, muchos de ellos dotados 
de una gran experiencia que no se llega 
a recuperar plenamente en esta tardía 
etapa de reactivación. 

Naturalmente que se han incorpo-
rado nuevos agentes para atender las 
tareas y remplazar a los retirados, pero 

la “brecha generacional” entre el per-
sonal experimentado y los ingresan-
tes –producto del largo lapso en el que 
no hubo incorporaciones– y la premura 
por resolver tareas, dificulta el aprendi-
zaje. Se han recompuesto los salarios, 
pero con diferencias importantes entre 
los distintos organismos y sectores de 
trabajo, y perturban la presión de la in-
flación y de los impuestos, todo lo cual 
provoca que se retire personal joven. 
Además perdura, aunque disminuyen-
do, el nivel de informalidad en las rela-
ciones laborales, con la renovación de 
contratos temporales –que siempre 
hubo– y, sobre todo, la contratación 
como monotributista de personal ca-
lificado en CNEA. Allí pesa también la 
disminución del número de becas pa-
ra estudiantes o graduados jóvenes, y 
su uso para cubrir cargos administrati-
vos. La resolución de estas cuestiones, 
que enervan el desempeño del perso-
nal, se ve dificultada por el manejo de 

las relaciones entre las instituciones 
del sector y organizaciones gremiales: 
hay gremios con personería que no son 
reconocidos para participar en las pa-
ritarias; hay negativas de los organis-
mos estatales a abrir las convenciones, 
o una vez abiertas, las retrasan o aban-
donan las tratativas.

En resumen, la actividad nuclear pa-
sa por un período de buena actividad, 
con apoyo del gobierno nacional, pe-
ro con interrogantes abiertos en el fu-
turo mediato, en cuanto a la expansión 
del sector nuclear y su personal. La nu-
cleoelectricidad es una opción útil para 
ampliar el parque eléctrico, atendien-
do a la necesidad de modificar la matriz 
energética, fuertemente dependien-
te de los hidrocarburos. En ese contex-
to, la entrada en operación de la central 
Atucha II es la meta principal del sector, 
y su performance será crucial en la pers-
pectiva de la actividad. �

1. En la historia de las centrales nucleares de potencia en el mundo ha 
habido sólo tres accidentes graves: el de Three Mile Island (EEUU) en 
1979, el de Tchernobyl (Ucrania) en 1986 y el reciente de Fukushima 
(Japón) en 2011; en los últimos dos, los daños al medio ambiente son 
considerables y duraderos, pero sólo en el caso de Tchernobyl se pro-
dujeron muertes y daños a la salud como consecuencia de la radiación. 
El rechazo público a la energía nuclear –y los consecuentes cierres o 
moratorias en la construcción u operación de centrales– aumenta-
ron durante un tiempo luego de los accidentes, y en general, decrecie-
ron luego. Organizaciones ecologistas sostienen su ofensiva contra la 
energía nuclear combatiendo también la minería del uranio, la gestión 
de los residuos –su transporte, almacenamiento– y el reprocesamien-
to de combustible. En algunos países se levantaron las moratorias y/o 
se suspendió el cierre de centrales nucleares, principalmente por las 
dificultades para remplazar su aporte a la oferta eléctrica; en algunos 
casos, principalmente en Europa, los vaivenes han ido al compás de los 
cambios de signo político en el gobierno del país. 

2. La central fue planeada en 1980 y se estimaba terminarla en 1987.
3. El estudio más exigente es la verificación del comportamiento de la 

central ante un accidente hipotético al que se considera el “máximo 
accidente creíble”, de bajísima probabilidad de ocurrencia.

4. La central tipo CANDU de Wolsung (Corea) completó su plan de ex-
tensión de vida; la central de Point Lepreau (Canadá) lo hará a fines 
de 2012; Gentilly 2 (Canadá-Quebec) cuya extensión de vida estaba 
siendo programada, sería cerrada por una decisión reciente del go-
bierno canadiense.

5. El ULE contiene un 0.85% del isótopo U235, mientras el uranio natural 
contiene 0.71%. En otras centrales, refrigeradas y moderadas con agua 
común, el uranio está enriquecido en un 3 a 5%.

6. Recientemente se difundió que aparecieron fisuras en el recipiente de 
un reactor en Bélgica y se generó alarma al afirmarse que la empresa 
que lo construyó fue la misma que fabricó el recipiente de CNA I. Pero 
esas fisuras se generaron por fallas en el acero o en el forjado de la pa-
red, y la empresa en cuestión no suministró en Atucha el material ni lo 
forjó, sólo participó en la soldadura de piezas al recipiente.

7. En Fukushima, el hidrógeno producido por fusión de las vainas com-
bustibles generó la explosión que derrumbó parte del edificio de una 
de las centrales.

8. Señalemos, al pasar, que CNEA trabaja en otras fuentes de energía; 
particularmente ha hecho desarrollos importantes en energía solar.

9. Muy probablemente no se tome una decisión en firme sobre la 4ª cen-
tral, hasta que CNA II entre en producción.

10.Una central CANDU puede contar con la experiencia de 34 centrales 
funcionando en el mundo, y con la tecnología (recuperada la de AECL), 
de los fabricantes canadienses y chinos.

11. En años recientes se ha retomado la puesta en marcha de la planta 
experimental de enriquecimiento de uranio, situada en Pilcaniyeu, Río 
Negro, que se comenzó a construir secretamente a fines de los años 
70. Retomar el camino del enriquecimiento no sólo obedecería a la in-
tención de autoabastecerse de uranio enriquecido en un futuro (hoy 
se importa uranio enriquecido para fabricar el ULE que usa Atucha); a 
nivel mundial hay una ofensiva de los países centrales, apoyada por la 
OIEA, de “cerrar” el grupo de países que ya enriquecen uranio o esta-
blecer una planta abastecedora internacional, alegando que se trata 
de contribuir a evitar la proliferación de material nuclear que puede 
usarse en artefactos bélicos. Operando Pilcaniyeu, Argentina buscaría 
no quedar afuera del selecto grupo.

12. Ver “Uranio en Argentina”, Industrializar Argentina, 5-09-2006. 
Compartimos las objeciones a la megaminería metalífera que se desa-
rrolla en el país, pero sostenemos que no son aplicables a la minería del 
uranio que, en la escala y con los procedimientos como la realizó CNEA 
durante 16 años, no causó accidentes ni dañó el medio ambiente.

13. En julio de 2006 (ver nota anterior) el costo en el mercado interna-
cional era cerca de 48U$ por libra de U3O8; hoy es aproximadamen-
te de 55 U$/lb, y puesto en la planta de procesamiento de Dioxitek en 
Córdoba llega a 150$/kg (68$/lb). Las reservas comprobadas de Sierra 
Pintada (aproximadamente 6000 tn) pueden abastecer las necesida-
des presentes de CNA I y CNE.
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Cátedra Abierta 
Plan Fénix 

La cuestión inflacionaria en
la Argentina: un problema que 
debe encararse en el marco
de la política de desarrollo

INTRODUCCIÓN
La crisis desatada a fines de 2001 repre-
sentó el fin del ciclo de la Convertibilidad. 
Un período que representó un enorme 
retroceso, tanto en las condiciones de 
vida de gran parte de la población ar-
gentina como en el desarrollo produc-
tivo. La drástica caída verificada en el 
empleo industrial y la persistencia –du-
rante casi una década– de una tasa de 
desempleo abierto de dos dígitos fue-
ron dos de sus heridas más dolorosas. 
Parte del costo de un esquema econó-
mico que tuvo como eje el control de la 
inflación y la irrestricta liberación de los 
mercados, mientras se proclamaba que 
“sobraba un tercio de argentinos”.

A un costo social sin precedentes, la 
Argentina se liberó de un gravoso cepo 
intelectual, al que estuvo sometida des-
de largo tiempo atrás (en especial, tras 
la hiperinflación de 1989-90). Se crearon 
así las condiciones para adoptar un régi-
men de política económica que apunta-
ra al crecimiento y a la inclusión social. 

Este nuevo patrón se encuentra to-
davía en vías de consolidación y deman-
da definiciones acerca del perfil produc-
tivo a adoptar hacia adelante. En algunas 
áreas –como es el caso del transporte– 
aún se observa, además, una ausencia 
notoria de nuevas políticas. Asimismo, 
superada la instancia más crítica de ini-
cios de la pasada década, existen toda-
vía muchas demandas sociales pendien-
tes, tales como la provisión de soluciones 
habitacionales suficientes y la formaliza-
ción de un amplio estrato de trabajado-
res en la “economía negra”. 

Ello no quita la importancia que han 
tenido diversas reformas que, clara-

mente, han apuntado a políticas públi-
cas nuevas y muy eficaces para respon-
der a las necesidades de las mayorías. 
Nos referimos aquí, entre otras, a la re-
negociación de la deuda externa; a las 
transferencias sociales masivas de im-
pacto redistributivo; a la supresión del 
inviable y costoso régimen previsional 
privado, reemplazado por una política 
inclusiva y solidaria; a la modificación 
de normas monetarias y cambiarias he-
redadas de la Convertibilidad; al impul-
so a la educación y al desarrollo científi-
co y tecnológico; a la jerarquización de 
las inversiones públicas; y al activismo 
que el Estado está mostrando en el pla-
no energético.

Si bien los datos estadísticos dispo-
nibles señalan cambios positivos en la 
distribución del ingreso, a la par de un 
crecimiento significativo en la actividad 
productiva, este nuevo patrón en pro-
ceso de definición presenta dificulta-
des. Entre ellas, un proceso inflacionario 
que se ha iniciado un quinquenio atrás y 
que, si bien muestra un ritmo adminis-
trable, alcanza hoy índices superiores a 
los deseables.

Además de los conocidos impactos 
que todo proceso de este tipo tiene so-
bre los perceptores de ingresos fijos –
como es principalmente el caso de los 
trabajadores asalariados– la inflación 
estrecha el horizonte de decisión de las 
personas y empresas, desestimulando 
la toma de riesgos a plazos largos. Asi-
mis mo, existen concretas preocupacio-
nes por el retraso que la inflación tien-
de a generar en el tipo de cambio real y 
en los niveles reales de tarifas de servi-
cios públicos. Las razones precedentes 



26 Industrializar Argentina

conducen a reconocer la importancia 
de esta cuestión.

Por cierto, los distintos procesos in-
flacionarios de la Argentina obedecie-
ron en el último siglo a causas diver-
sas y su magnitud alcanzó niveles muy 
disímiles. La decisión del Plan Fénix de 
tomar posición –una vez más– acer-
ca de este tema1 obedece a que, por la 
magnitud adquirida los últimos años, 
la inflación ha vuelto a instalarse como 
una cuestión central entre las preocu-
paciones sociales y exige la adopción 
de políticas eficaces para su morigera-
ción y control. Nuestra historia enseña, 
sin embargo, que de la mano de argu-
mentos antiinflacionarios se han ges-
tado en el pasado planes de ajuste que 
implicaron graves retrocesos produc-
tivos y sociales, con serias consecuen-
cias ulteriores en el terreno político-
institucional. Es imperativo entonces 
que esto no ocurra, para beneficio de la 
expansión productiva en curso, de los 
sectores sociales más vulnerables y del 
proceso de afianzamiento y extensión 
de nuestra democracia.

EL RITMO ACTUAL DEL 
FENÓMENO INFLACIONARIO
Cualquier esfuerzo que procure reducir 
la inflación debe comenzar por cuantifi-
car su magnitud, determinar sus causas, 
evaluar los resultados negativos produ-
cidos en el pasado como consecuencia 
de la aplicación de políticas antiinflacio-
narias de matriz ortodoxa y, finalmente, 
proponer una estrategia alternativa.

No es fácil determinar cuál ha sido 
el ritmo real de incremento de precios 
que ha tenido lugar en la Argentina du-
rante los últimos años. Las cifras que 
ofrece el INDEC2 han perdido credibili-
dad, las provinciales no cubren un te-
rritorio de suficiente significación y 
las que publican las consultoras priva-
das exageran, en general, las tasas de 
inflación reales (además de aplicar en 
algunos casos metodologías inacepta-
bles, de poca seriedad). De acuerdo a la 
evolución del índice de precios implíci-
tos del PBI, la inflación actual se ubica-
ría en el entorno del 20% anual, en tan-
to que el promedio del incremento de 
precios, según siete institutos provin-
ciales de estadísticas, resulta aproxi-
madamente del 23%. Ambos valores 
se hallan muy lejos de los que estima 
el INDEC –y, también, bastante por de-
bajo de muchas “estimaciones” irres-
ponsablemente difundidas por medios 
masivos de comunicación– y justifican 

la actual preocupación. Va de suyo que 
esta situación debe ser corregida, sin 
más dilaciones.

CAUSAS
Para comprender la especificidad del 
fenómeno es preciso analizar sus cau-
sas y sus mecanismos de propagación. 
El análisis económico tradicional sue-
le distinguir tres clases de inflación: de 
demanda, originada por un exceso de la 
demanda global respecto de la oferta 
global de productos y servicios; de cos-
tos, usualmente derivada del aumento 
de la tasa de salarios e insumos a un rit-
mo mayor que la productividad del tra-
bajo asalariado; y la estructural, causa-
da por el cambio de los precios relativos 
en sectores con inflexibilidad a la baja 
de los precios monetarios. Más allá de 
este análisis tradicional y avanzando en 
el tema, podría afirmarse que el fenó-
meno primario tiene origen en una in-
flación de carácter “estructural”, que 
presenta como mecanismos de propa-
gación a la inflación “de costos” y tam-
bién a la “de demanda”.

Las presiones inflacionarias se de-
ben a problemas de la estructura del sis-
tema económico argentino. Entre ellos: 
a) el incremento de los precios relati-
vos de alimentos, energía y otros insu-
mos en el mercado mundial, que tiene 
impacto sobre el nivel de precios inter-
nos y se traslada fuertemente al consu-
mo de los sectores más carenciados; b) 
las deficiencias en la tasa de formación 
de capital, así como en su asignación; y 
c) las serias inequidades persistentes en 
el sistema tributario. Si estas fallas es-
tructurales no se corrigen resulta impo-
sible atenuar el proceso inflacionario, 
por más “ajustes” que se intenten, debi-
do a la multiplicidad de causas que ope-
ran de modo simultáneo.

Si bien los cambios positivos en la 
distribución del ingreso no son necesa-
riamente inflacionarios, la puja distribu-
tiva tiende a provocar el incremento en 
los precios. Sobre todo cuando los em-
presarios, en particular los formadores 
de precios, reajustan sus márgenes de 
ganancia. Esto, en especial, que suce-
de con frecuencia, tiene un fuerte im-
pacto sobre el resto de la economía, en 
los sectores en los que predominan los 
comportamientos oligopólicos (en mer-
cados dominados por unas pocas em-
presas, no sujetas a competencia rele-
vante alguna); al respecto, es menester 
recordar el elevado nivel de concentra-
ción que presenta hoy día la economía 

argentina, donde las ventas de las pri-
meras 1000 empresas representan más 
del 70% del Producto Interno Bruto. En 
este sentido, las expectativas de incre-
mento de precios –fuertemente exa-
cerbadas por la experiencia económica 
histórica del país– generan un compor-
tamiento “cultural” inflacionario que 
opera como crucial mecanismo de pro-
pagación y acaba suscitando “profecías 
autocumplidas”. 

Al respecto, importa subrayar que 
el ritmo actual de crecimiento de los 
precios dista de encontrarse en un nivel 
de “espiralización”; vale decir, de incre-
mentos cada vez más fuertes, resultan-
tes de las expectativas a futuro acerca 
de su trayectoria. Este fenómeno fue 
fundamental en el período de muy al-
ta inflación que sufrió la Argentina en-
tre 1975 y 1990. De hecho, el temor a la 
“espiralización” es lo que, por lo gene-
ral, incentiva la adopción de políticas 
antiinflacionarias en todos los países. 
Esto, dicho sea de paso, desmiente los 
toscos diagnósticos monetaristas que 
atribuyen el crecimiento de los precios, 
en exclusividad, a la emisión moneta-
ria. Si estos diagnósticos fueran vale-
deros, combatir la inflación sería una 
tarea trivial.

POLÍTICAS 
ANTIINFLACIONARIAS 
POSIBLES
El fracaso de las políticas de shock y ajus-
te recesivo, nos lleva a considerar co-
mo alternativa conveniente una estra-
tegia gradual de combate a la inflación. 
Esta estrategia deberá tener en cuenta 
la multiplicidad de causas que la provo-
can: factores inerciales, expectativas, 
puja distributiva, oscilaciones del tipo de 
cambio, sectores monopólicos u oligopó-
licos formadores de precios, entre otras. 

Toda política antiinflacionaria efi-
ciente debería satisfacer, al menos, dos 
criterios básicos: a) actuar conjunta-
mente sobre las causas de la inflación y 
sus mecanismos de propagación, dife-
renciando entre unos y otros; y b) inci-
dir sobre la inflación sin crear o agravar 
otros desequilibrios y, especialmente, 
sin producir desempleo. Las políticas an-
tiinflacionarias usuales no cumplen con 
estos requisitos; por ejemplo, las políti-
cas monetarias restrictivas no actúan 
sobre la inflación estructural y las clási-
cas políticas fiscales “de ajuste” tienden 
a generar desocupación. 

El verdadero enemigo del crecimien-
to con equidad es la desocupación, que a 
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la vez implica la subutilización de recur-
sos y marginación social. El empleo no 
debe ser la variable de ajuste antiinfla-
cionario. Por el contrario, debe tenderse 
a una situación de plena ocupación con 
empleos de calidad y salarios dignos. El 
aumento de la productividad logrará, a 
su vez, mayor y más calificado empleo. 
Existe una confluencia virtuosa entre el 
combate a la inflación estructural y la 
expansión económica. Las restricciones 
de la estructura productiva no se com-
baten entonces comprimiendo la activi-
dad, sino expandiéndola (vale decir, ha-
ciendo lo contrario de lo que hoy resulta 
usual los países de la Europa en crisis).

En las actuales condiciones, a los 
dos requisitos mencionados debe su-
marse la necesidad de que la política 
antiinflacionaria tome en cuenta que 
los mercados de productos han dejado 
de ser en gran medida mercados na-
cionales, restringidos a cada país –co-
mo supone el enfoque keynesiano de 
la política económica– para tender a 
convertirse en mercados mundiales de 
productos y factores. Por ello, es nece-
sario administrar con prudencia y rea-
lismo la incidencia local de los precios 
internacionales, tratando de regular 
sus impactos de acuerdo a las nece-
sidades del desarrollo interno y de la 
equidad distributiva. Dadas las nue-
vas condiciones en que tienden a des-
envolverse los mercados, se corre el 
riesgo de la “primarización” de las ex-
portaciones y la consiguiente orienta-
ción privilegiada (o casi exclusiva) de 
las inversiones hacia los sectores pro-
ductores de materias primas. Este es-
cenario puede dar lugar a una versión 
actualizada de la “enfermedad holan-
desa”; vale decir, la circunstancia en la 
que un boom de precios de las materias 
primas lleva a una situación de forta-
lecimiento del poder adquisitivo de la 
moneda nacional que termina impac-
tando severamente sobre la capacidad 
de producir y exportar manufacturas y, 
de ese modo, “desindustrializando” al 
país. Por lo tanto, dado el riesgo de esta 

peligrosa situación, las políticas de tipo 
de cambio diferenciado se encuentran 
ampliamente justificadas y no deben 
ser abandonadas.

Por otra parte, una reducción inde-
bida, excesiva, imprudente o puramen-
te fiscalista del gasto público tendría 
efectos adversos sobre el nivel general 
de actividad económica, como los que 
están experimentando hoy los países 
europeos, afectados por la grave cri-
sis en la que se encuentran inmersos. 
En cambio, resulta fundamental redi-
reccionar el gasto, sin reducir su nivel y 
buscando mantener el nivel de ocupa-
ción, mejorar la distribución del ingreso 
y adoptar medidas de política fiscal que 
tiendan a sostener el nivel de los recur-
sos estatales. También debería modifi-
carse gradualmente, pero sin vacilacio-
nes, la política de subsidios del gobierno 
nacional –tal como comenzó a hacerse 
hace algunos meses– para sostener los 
cambios positivos ya logrados en la dis-
tribución del ingreso y evitar la continui-
dad de transferencias injustificadas que 
subsidian el consumo de los sectores de 
altos ingresos (energía y transporte, en-
tre otros). Como una política de este ti-
po implica impactos sobre los precios, 
exige una gradualidad en su aplicación, 
que debería discriminar con cuidado en-
tre los distintos tramos de ingresos. 

El incremento de la provisión de bie-
nes públicos, materiales e inmateriales, 
resulta otra vía importante para comba-
tir la inflación, ya que esta oferta se halla 
a cubierto de las tendencias en los mer-
cados externos y constituye, sobre todo, 
una responsabilidad del Estado. La mo-
derna noción de bienes públicos incluye 
no solamente a los bienes públicos ma-
teriales (los que integran el “dominio pú-
blico”), sino también los inmateriales o 
intangibles, como lo son la educación, la 
salud, la justicia, la seguridad, la protec-
ción social y el derecho a la información 
y a la pluralidad de opiniones. Una ma-
yor y mejor provisión de bienes públicos 
actúa con eficacia estabilizadora sobre 
las tres clases de inflación: sobre la infla-

ción “de demanda”, elevando la oferta 
de bienes disponibles; sobre la “de cos-
tos”, acrecentando la productividad del 
trabajo; y sobre “la estructural”, aumen-
tando la movilidad de los recursos pro-
ductivos entre regiones y entre indus-
trias. Por iguales vías, los efectos sobre 
el nivel y la calidad de la ocupación tam-
bién pueden resultar positivos.

La política antiinflacionaria debe 
definirse cualitativamente, como una 
acción continua y sistemática dirigida 
a corregir y, en lo posible, a prevenir los 
desequilibrios coyunturales y estructu-
rales que la generan. No debería descui-
darse el campo de la política de ingresos 
y la influencia que esta debe tener a la 
hora de acordarse precios y salarios en-
tre los distintos sectores de la sociedad. 
Resulta obvio que la instrumentación 
de una política de moderación de la in-
flación requiere tiempo, además de un 
cuidadoso análisis que contemple tanto 
las consecuencias inmediatas como los 
efectos de largo plazo. 

Sin duda alguna, la crisis que sufren 
los países centrales nos afecta directa o 
indirectamente. Por ello, deben aislarse 
–y esto llevará tiempo– los efectos del 
crecimiento de los precios, sobre todo 
sobre los salarios que van a la zaga de 
los restantes. Por todas estas razones 
alentamos la continuidad de muchas 
de las políticas encaradas, en parti-
cular, la fuerte inversión que compro-
mete al Estado en la búsqueda de una 
competencia apoyada en el desarrollo 
científico-tecnológico. 

En suma: la política antiinflaciona-
ria deberá tener en cuenta la compleji-
dad que muestran las circunstancias y 
los factores señalados en este texto y, 
en consecuencia, debe ser ubicada en 
su justo lugar, cuidando su consisten-
cia con el cumplimiento de los objeti-
vos de desarrollo con equidad. La in-
flación no es el único gran problema a 
vencer, pero resulta indispensable en-
carar un programa de mediano plazo 
adecuado para neutralizarla. �

1. “El debate sobre la inflación: ¿reducir o sostener el crecimiento?”, 
mayo de 2007 (http://www.econ.uba.ar/planfenix/documentos/
coyuntura/inflacion_ y_crecimiento.pdf).

2. Sobre este tema recomendamos leer los siguientes documentos 
elaborados por el Plan Fénix: “La medición de la pobreza y la necesa-
ria autonomía del INDEC”, agosto de 2004 (http://www.econ.uba.ar/

planfenix/INDEC.doc); “Asegurar la credibilidad de las estadísticas es un 
deber del Estado”, abril de 2009 (http://www.econ.uba.ar/planfenix/
novedades/Asegurar_la_credibilidad_de_las_estadisticas_es_un_
deber__del_Estado.doc); y “El derecho a la información: una vieja asig-
natura pendiente”, febrero de 2012 (http://www.econ.uba.ar/planfe-
nix/31-%20El%20Derecho%20a%20la%20Informaci%F3n.pdf).
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I
Conceptualmente es crucial señalar las 
especificidades de la industria farma-
céutica. La teoría económica analiza los 
sistemas de salud y la forma de instru-
mentar este servicio en el marco de la 
teoría de los mercados. Es visualizado 
como una institución social (Maceira, 
Peralta y Alcat, 2008) donde los precios 
transmiten señales casi siempre imper-
fectas referentes a las preferencias de 
los consumidores y la estrategia eco-
nómica de los productores. Hay condi-
ciones en las cuales el mercado opera 
eficientemente, cuando se cumplen las 
condiciones de “competencia perfecta”, 
presencia de información perfecta, de-
rechos de propiedad claramente defi-
nidos, inexistencia de efectos externos 
denominados “externalidades” y caren-
cia de poder de influencia de los agen-
tes en el mercado. Ante la ausencia de 
alguna de estas condiciones surgen las 
“fallas de mercado” que impiden alcan-
zar una asignación óptima de los recur-
sos en términos de calidad de vida so-
cial. Actividades como la provisión de 
salud y su vinculación con los sistemas 
de innovación tienen como característi-
ca que la información es “asimétrica” y 
generan beneficios no pecuniarios que 
recibe el conjunto de la sociedad cuan-
do la calidad de los servicios de salud es 
buena y cuando las tareas de innovación 
son efectivas y producen descubrimien-
tos que tienden a beneficiar a la pobla-
ción, ya sea porque induce comporta-
mientos o investigaciones que tienden 
a prevenir enfermedades, o porque se 
renuevan las formas de tratamiento pa-
ra la población con patologías preexis-
tentes, aumentando las probabilida-
des de recuperación. Simultáneamente, 

la incertidumbre por el lado de la de-
manda aparece porque el paciente no 
cuenta con información suficiente para 
establecer fehacientemente sus necesi-
dades y expresarlas. Parte de la pobla-
ción, de ingresos altos, suele contratar 
seguros de cobertura para casos de en-
fermedad, con el propósito de limitar 
pérdidas personales o financieras ante 
la eventualidad de enfrentar instancias 
de mala salud (Katz, 1995; Katz; Arce y 
Muñoz, 1993; Katz y Bercovich, 1990).

Las actividades relacionadas con sa-
lud son múltiples y diversas. Incluyen no 
sólo el diseño de sistemas de salud si-
no los métodos de atención de proble-
mas de salud, la investigación médica y 
clínica asociada a la aparición, preven-
ción y tratamiento de enfermedades, y 
el desarrollo de nuevos métodos de de-
tección y principios activos para comba-
tirla (Azpiazu, 1999; Azpiazu y Notcheff, 
1994; Katz, Arce y Muñoz, 1993; Bisang 
y Maceira, 1999; Tobar, 2002). Por otra 
parte, tal como se señala en la literatu-
ra económica (Maceira y Peralta Alcat, 
2008; Arrow, 1967; Sabel, 1988) la inves-
tigación y desarrollo asociados a la salud 
son fundamentales y la lógica de la acti-
vidad de investigación e innovación tec-
nológica se caracteriza por información 
incompleta y asimétrica. De este modo 
existen distorsiones o imperfecciones 
en el mercado de uno de los insumos 
más importantes de la salud: los medi-
camentos. En primer lugar, la deman-
da es relativamente inelástica respec-
to a los precios (Katz, 1995; Katz; Arce y 
Muñoz, 1993; Katz y Bercovich, 1990).

En segundo término, los consumido-
res disponen de herramientas de deci-
sión más limitadas en comparación con 
otro tipo de productos, ya que una parte 
importante de los medicamentos que se 
consumen se compran bajo receta, y es-

Este trabajo propone una política industrial para el sector 

farmacéutico basada en el impulso a la producción estatal 

de medicamentos y en el desarrollo de investigación básica. 

Durante los últimos años las autoras analizaron diferentes 

aspectos de la producción de bienes farmacológicos, a partir de 

este análisis pueden plantearse las siguientes reflexiones.
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te factor convierte al profesional médico 
que define el tratamiento en el agente 
promotor determinante del remedio que 
el paciente debe obtener. Por otra par-
te, en la relación médico-paciente ope-
ra la teoría del principal y agente porque 
el médico realiza el diagnóstico en base 
a síntomas del paciente (agente), y cuen-
ta con un poder delegado por este para 
solucionar un problema de especifica-
ción incompleta (Pauly, 1980; Robinson, 
1997; Vasallo, Sellanes y Freylejer, 2003). 
En consecuencia, dado que la deman-
da no es libre, en términos analíticos los 
modelos de comportamiento empresa-
rio de tipo competitivo con libre juego 
de las fuerzas del mercado (laissez-faire) 
no son un marco pertinente para expli-
car la dinámica de la industria fármaco-
química. La investigación en salud es una 
actividad que constituye un desafío pa-
ra el diseño de políticas públicas. Si se la 
considera como bien social, la interven-
ción del Estado es imprescindible. Desde 
la óptica de la teoría económica, la exis-
tencia de “fallas del mercado” requiere 
la participación del Estado en un campo 
complejo de fuerte interacción entre el 
Estado, los centros de investigación pú-
blicos y privados y las empresas farma-
céuticas. La forma y mecanismos de in-
tervención del Estado pueden adoptar 
diferentes modalidades. Hay políticas es-
pecíficas de intervención: definición de 
reglas de certificación de productos far-
macéuticos, estructura de mecanismos 
de control y habilitación de plantas pro-
ductoras, medidas planteadas dentro del 
papel regulador o normativo del Estado.

La industria farmacéutica ha sido his-
tóricamente muy dinámica. A nivel inter-
nacional tuvo durante lo que va del siglo 
un desarrollo muy veloz, debido en gran 
parte a la aparición de nuevas drogas pa-
ra el tratamiento de enfermedades del 
sistema nervioso central, antiretrovira-
les y tratamiento para enfermedades es-
pecíficas como el cáncer, y se fortaleció 
con los desarrollos en materia de inge-
niería química y genética y la biotecnolo-
gía aplicad (Correa, 2001, 2007; Azpiazu, 
1999). Los rankings elaborados por fuen-
tes privadas sitúan a la industria farma-
céutica en la primera posición del listado 
de las industrias más rentables, medidas 
en términos de tasa de ganancia en re-
lación a sus activos, y en segunda posi-
ción en términos de niveles de ingresos. 
En la industria farmacéutica las grandes 
innovaciones se realizan en los países 
desarrollados (Katz, 1995, 1987). En estos 
países existe una fuerza autónoma que 

lleva a las empresas grandes que com-
piten en el campo farmacológico a ex-
plorar nuevas vetas de innovación en la 
biología molecular, biotecnología e in-
geniería genética. En estos países se ob-
serva que estas investigaciones son rea-
lizadas conjuntamente por empresas, 
universidades y entes gubernamentales. 
Dado el elevado riesgo de los procesos 
de investigación y el prolongado tiempo 
de maduración de la inversión en tecno-
logía, el apoyo y financiamiento estata-
les juegan un rol estratégico en el desa-
rrollo industrial. En las últimas décadas 
con el desarrollo de la biotecnología se 
produjeron importantes cambios cuali-
tativos y científicos en el paradigma de 
investigación sobre drogas.

En la Argentina y otros países de la 
región, como México y Brasil, histórica-
mente las empresas farmacéuticas utili-
zan materias primas claves y drogas acti-
vas de origen importado, realizan escasa 
actividad de investigación y desarrollo y 
desembolsan un elevado pago al exte-
rior en concepto de regalías. Las razones 
para la importación de drogas activas 
son: la utilización de economías de esca-
la en las plantas productoras y la utiliza-
ción de precios “de transferencia” o “pre-
cios de cuenta” entre las casas matrices y 
filiales. Sin embargo en este subconjun-
to de países hubo una incipiente expan-
sión de la industria nacional en las déca-
da de 1920 y 1930. Como ilustración, la 
producción de insulina en la Argentina se 
inició en 1924, poco después que en los 
Estados Unidos. Un factor importante 
en este desarrollo fue el notable avance 
científico en medicina y farmacología en 
el país y la creación de empresas dirigi-
das por científicos. Entre 1930 y fines de 
los 50, esta industria contó con una re-
lativa protección arancelaria y apoyo a la 
industria nacional. El desarrollismo posi-
bilitó la entrada de inversiones extranje-
ras directas, muchas de las cuales se diri-
gieron a la industria farmacéutica.

El peso de la industria nacional du-
rante este período fue más significativo 
en la elaboración de materias primas, en 
especial las antibióticas y otras produci-
das por fermentación y síntesis orgáni-
ca (Azpiazu, 1999; Katz, 1995; Bisang y 
Maceira, 1999). Sin embargo sólo un re-
ducido número de empresas, tanto de 
capital nacional como extranjero, mos-
traba signos de integración vertical ha-
cia la elaboración de materias primas 
para la industria.

Más allá de los vaivenes que afec-
taron las condiciones de desarrollo in-

dustrial durante el siglo XX, el quie-
bre definitivo del modelo sustitutivo 
de importaciones que había sustenta-
do la dinámica y el perfil evolutivo del 
sector implicó el transito hacia nuevas 
formas de organización económico-so-
cial, y de reformulación de las estrate-
gias productivas y de comercialización 
de medicamentos. Este hecho se ilustra 
por las medidas de política arancelaria 
de los años 1991 y 92 que eliminaron los 
aranceles para los bienes de capital, los 
medicamentos, los combustibles a 0%( 
Azpiazu, 1999). 

En la Argentina de los años 90 la eco-
nomía estuvo inmersa en un proceso de 
profundos cambios estructurales. La 
apertura externa, la desregulación sec-
torial y el cambio del marco regulatorio 
fueron los rasgos centrales que caracte-
rizaron este período, alterando el con-
texto operativo de las firmas locales, y 
tendiendo a consolidar nuevas condicio-
nes en el desenvolvimiento económico 
y social del país (Azpiazu, 1999). El cam-
bio en los patrones de comportamien-
to de los distintos agentes económicos 
en estas nuevas condiciones devino, en 
última instancia, en modificaciones sus-
tantivas en la propia orientación de las 
políticas públicas que, como tales, han 
contribuido a la reconfiguración de al-
gunos de los ejes ordenadores de la eco-
nomía e, incluso a sentar ciertas bases 
funcionales de un perfil de desenvolvi-
miento estructurado sobre nuevos pa-
trones económico-sociales. 

El impacto de estos procesos sobre la 
actividad farmacéutica fue importante. 
Hubo un reordenamiento de empresas 
en este período de expansión que con-
dujo a la concentración de ventas en po-
cas compañías y a un desplazamiento de 
firmas nacionales. Al interior de la indus-
tria farmoquímica aparece una creciente 
incidencia de la biotecnología y las inver-
siones en greenfields (campos nuevos de 
inversión) que tuvieron repercusiones en 
el intercambio comercial. En biotecnolo-
gía, las plantas industriales nacionales 
son de escala mínima, lo cual ha indu-
cido a la adopción de un relativamente 
menor grado de automatización en algu-
nas etapas. La eficiencia operativa de las 
plantas de las filiales en Argentina tiene 
una buena performance con sus simila-
res brasileñas y también, aunque en me-
nor grado, con las “de punta” a nivel in-
ternacional (Kulfas, Porta y Ramos 2002). 

La evolución de la actividad farma-
céutica en el siglo XXI puede medir-
se a partir del Censo Industrial del año 
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2003. La industria representaba el 3,2% 
del valor bruto de producción de la ac-
tividad manufacturera mostrando ni-
veles de participación relativa en la in-
dustria similares a la década anterior. 
Efectivamente, si se analiza la evolución 
de la industria farmacéutica en relación 
a la industria manufacturera total y el 
PBI a precios constantes de 1993 se ob-
serva que la industria farmacéutica se 
ha mantenido estable en términos re-
lativos en la primera década de este si-
glo, sin embargo el grado de concentra-
ción aumentó. Efectivamente, los datos 
censales de 1994 y 2003 muestran que 
alrededor del 80% del valor bruto de 
la industria se concentraba en las 10 
empresas más grandes en los noven-
ta, mientras una década después, las 8 
más grandes empresas representaban 
el 90% del mismo. Esto significa que en 
el siglo XXI, el nivel de concentración de 
la industria farmacéutica aumentó alre-
dedor de 10%. Información específica de 
fuentes privadas estiman altos índices 
de concentración no sólo en la produc-
ción de medicamentos sino en la distri-
bución. Las 4 droguerías más grandes 
de las 445 existentes concentran el 70% 
y las 4 distribuidoras existentes el 99% 
de la distribución de medicamentos. 
Sólo la venta de fármacos refleja atomi-
zación e incipientes cadenas de farma-
cias que son muy numerosas (Azpiazu, 
1999, 2011; Salvia, 2010; Schorr, 2010). 

Las grandes empresas nacionales 
han tenido una presencia relativa mayor, 
en parte debido a que iniciaron la pro-
ducción de copias de fármacos a partir 
de la aplicación de la Ley de Prescripción 
de Medicamentos por Nombre Ge né-
rico. Por otra parte y simultáneamen-
te un conjunto de empresas transnacio-
nales trasladaron sus filiales localizadas 
en Argentina a otros países de la región. 
Existen indicios que hubo avances en in-
novaciones relativas al proceso de for-
mulación de fármacos. Habrían apareci-
do un conjunto de empresas locales de 
menor tamaño relativo, en base a inver-
siones en tecnología y en ampliaciones 
de escala de producción, logrando de es-
ta forma la inserción de sus productos en 
el mercado latinoamericano. (Minis terio 
de Salud y Ambiente de la Nación 2007; 
Becher y Asociados SRL 2008; CILFA, 
2006; Agencia Nacional de Promoción 
Cien tí fica y Tecnológica y la Unión In-
dus trial Argentina, 2007). Tal como se 
mencionara anteriormente la balanza 
comercial continúa siendo, como lo ha si-
do históricamente, deficitaria, debido al 

peso del costo de adquisición de drogas 
y principios activos y al de medicamen-
tos provenientes de las firmas multina-
cionales. Las importaciones de este con-
junto de empresas abastecen en gran 
medida el mercado local. Las importa-
ciones de esta actividad representan al-
rededor del 70% del total importado por 
la rama (Ministerio de Salud y Ambiente 
de la Nación, 2007; Becher y Asociados 
SRL 2008; CILFA 2006; Agencia Nacional 
de Promoción Científica y Tecnológica y 
Unión Indus trial Argentina, 2007). La ba-
lanza comercial ha sido en la última dé-
cada crecientemente negativa. En el año 
2006 el déficit de comercio exterior far-
macéutico fue de más de 300 millones 
de dólares y en el año 2010 fue mayor 
a los 800 millones de dólares corrien-
tes (Ministerio de Salud y Ambiente de 
la Nación, 2007) plantea la necesidad de 
adecuar las normas de exigencia de las 
autoridades para que las empresas na-
cionales accedan al mercado internacio-
nal. Afirman que es necesario mejorar la 
articulación entre diferentes institucio-
nes, con el objeto de lograr una integra-
ción de las actividades que favorezca el 
uso racional de medicamentos y facilite 
la investigación y el desarrollo tecnológi-
co en el área. En este sentido, todavía es 
incipiente la vinculación científico tecno-
lógica existente entre laboratorios priva-
dos y universidades, a fin de desarrollar 
proyectos de investigación acorde con 
las demandas de medicinas.

II
Existe una falta de conexión del sector 
científico y tecnológico argentino en su 
interior y con las demandas del sector 
privado y público (Oteiza, 1992; Chud-
nov sky y López 1995, López, 2000). La 
ausencia de interacción imposibilita la 
transferencia de tecnologías y la incor-
poración de investigadores universita-
rios a las diferentes empresas que com-
ponen el sector farmacéutico argentino. 
Este rasgo estructural ha sido muy per-
judicial para el conjunto de la sociedad 
argentina, si se considera la salud como 
un bien meritorio (Vassallo, Sellanes y 
Frey lejer, 2003; Pauly, 1980).

En la Argentina, las características 
y posibilidades de investigación y de-
sarrollo difieren significativamente. El 
proceso de desarrollo de cada nueva 
droga involucra gran cantidad de recur-
sos humanos y el proceso de innovación 
es altamente incierto. Los incentivos de 
inversión y la capacidad científica y tec-
nológica para realizarlos deben ser de 

primera línea. En este trabajo se desta-
ca la importancia de que sea el Estado 
el que realice importantes inversiones 
en I+D, en especial porque es una acti-
vidad que involucra la garantía de que 
la población recibirá su derecho de ade-
cuada provisión de servicios de salud. 
Además puede enfocarse en el origen y 
tratamiento de enfermedades endémi-
cas del país, asegurando que la preven-
ción, tratamientos y medicinas estén al 
alcance de la población, existiendo un 
alto porcentaje de la población que sólo 
tiene acceso al sistema público de salud.

Las actividades de investigación rea-
lizadas en Argentina están débilmente 
ligadas a la innovación. Este vínculo en-
tre I+D e innovación no es lineal. Mu  chas 
innovaciones están basadas en mejoras 
o adaptaciones de productos y proce-
sos existentes, y otros cambios tecno-
lógicos que no constituyen actividades 
de I+D, de acuerdo a cómo ésta es defi-
nida con propósitos estadísticos. De he-
cho, el sendero de desarrollo tecnoló-
gico en el proceso de industrialización 
de Argentina, como en otros países de 
América Latina, se ha basado fundamen-
talmente en innovaciones “menores” o 
“incrementales”, tal como las denomi-
nó el especialista en economía industrial 
Jorge Katz, haciendo referencia a aque-
llas innovaciones que surgen mediante 
el proceso de aprendizaje o learning by 
doing (Katz y Bercovich, 1990). Espe cí fi-
ca mente, fueron cruciales en ciertos sec-
tores productivos en la cual la Argentina 
ha tenido ventajas comparativas por la 
capacitación del personal, incluida la in-
dustria farmacéutica. Gran parte de la 
I+D en productos desarrollada por firmas 
farmacéuticas argentinas se focaliza en 
el desarrollo experimental, No obstante, 
hubo innovaciones diversas en produc-
tos biotecnológicos con la información 
científica disponible. El caso del interfe-
rón, y recientemente la aplicación de bio-
tecnología, permitirán en breve producir 
en la Argentina insulina humana recom-
binante. Estas destacables innovacio-
nes locales fueron realizadas por la firma 
BIOSIDUS SA (Correa, 2001, 1996; Bisang, 
Campi y Cesa, 2009). Se encontraron for-
mas nuevas de administración de drogas 
como aplicaciones transdérmicas (Co-
rrea, Díaz, Burachik, Jeppesen y Gil, 1996) 
y otras secundarias. Innovaciones de esta 
índole requieren menos capital y no son 
tan inciertas como las vinculadas al dise-
ño de nuevas medicinas. Los productores 
nacionales de drogas activas realizan al-
gunas actividades de I+D, que apuntan 
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principalmente a la mejora y adaptación 
de procesos. Existe sólo una limitada ex-
ploración de búsqueda de fármacos en 
base a nuevos principios activos. Por es-
ta razón este tipo de innovación es co-
nocida como me too, ya que están basa-
dos en estructuras químicas conocidas 
(Correa y Jeppesen, 1994; Santoro, 2011). 
Al menos una firma ha invertido en la ad-
quisición de hardware y software y la ca-
pacitación de personal, para posibilitar el 
trabajo a nivel molecular para el desarro-
llo de nuevas entidades químicas.

Las firmas locales privadas enfren-
tan una gran barrera a la entrada en ac-
tividades de I+D, por el grado de recur-
sos requeridos en comparación con el 
tamaño y la capacidad financiera de las 
firmas argentinas, insuficiente para em-
prenderlas. Existen pocas firmas locales 
con el tamaño mínimo necesario para 
realizar innovaciones en nuevos medi-
camentos. En cambio, las instituciones 
estatales de I+D (Oteiza, 1992) se desta-
can organismos estatales por sus inves-
tigaciones básicas.

En la industria farmacéutica argen-
tina, típico oligopolio formado por gran-
des empresas nacionales y multinaciona-
les altamente dinámicas, la producción 
estatal representa alrededor del 15% de 
la actividad. Las características institu-
cionales, organizativas y de capacidad de 
producción de los laboratorios estatales 
difieren ampliamente entre sí, dificultan-
do el diagnóstico sobre este segmento del 
mercado. Sólo una decena de laborato-
rios obtuvo la habilitación del ANMAT de 
algunos de los productos que elaboran, 
lo que posibilita su distribución en todo el 
territorio del país. Casi el 93% de los pro-
ductos habilitados por ANMAT provie-
nen de 5 Laboratorios: el del Conjunto de 
Las Fuerzas Armadas, Hemoderivados de 
Cór do ba SE, LAFORMED SA, Laboratorios 
Pun ta nos SE y LIF SE. Estos laboratorios 
cuentan con Departamentos avanza-
dos en Investigación y Desarrollo en los 
cuales se estudian líneas de nuevos pro-
ductos y drogas y tienen Departamentos 
de Control de Calidad farmoquímica, de 
equivalencia, serológica y de toxicidad, 
dependiendo de cada uno. Todos tie-
nen certificados de Buenas Prácticas de 
Fa bri cación.

Por otra parte, existen institucio-
nes estatales que integran en Complejo 
Cien tífico y Tecnológico de la Argentina 
que realizan investigación básica sus-
tantiva para la actividad farmacéutica. 
El centenario Instituto Malbrán-ANLIS 
actualmente tiene como objetivo el 

control de calidad de numerosos labo-
ratorios que dependen de esta insti-
tución y realiza convenios de control 
de calidad con otras instituciones pú-
blicas en los cuales se promueve la in-
vestigación básica. Entre sus Insti-
tu tos cuenta con varios Institutos y 
Cen tros, de Enfermedades Infecciosas, 
de Producción de Biológicos, de Inves-
ti gaciones Nutricionales, de Genética 
Mé dica, de Epidemiología, de Control 
de Calidad de Biológicos, de Contención 
Bio lógica, una Red de Laboratorios, de 
Diag nóstico e Investigación en Endemo-
Epi demias, de Parasitología, entre otros 
(Bi biloni, Capuano, De Sarasqueta, Mo-
ya no, De Urraza, Santamarina, Roberts, 
Cap devielle y Milazzo, 2009).

La Comisión Nacional de Energía 
Ató mi ca realiza importantes trabajos 
de investigación básica relacionada con 
la energía atómica aplicada a la salud: 
radioisótopos producidos en el Cen tro 
Ató mi co Ezeiza y desarrollos recientes 
de diagnóstico en la Fundación Cen tro 
de Diagnóstico Nuclear: Carbono 11-Co-
li na y Carbono 11-Metionina en el diag-
nóstico por imágenes anátomo-me-
tabólica del cáncer empleando PET-CT 
(Man cini, 1996).

A nivel provincial el Instituto Bio ló-
gico de La Plata se destaca por su De par-
ta mento de Investigación y Desarrollo 
y de control de calidad. Realiza investi-
gaciones farmoquímicas, bacteriológi-
cas, diagnósticos y tratamiento de en-
fermedades como el HIV, leptospirosis, 
micrología, la gripe A y ofrece servicios 
a los hospitales de los Municipios de la 
Provincia de Buenos Aires. 

El Laboratorio Facultad de Cien cias 
Bioquímicas y Farmacéuticas, Uni ver-
si dad Nacional de Rosario, realiza in-
vestigaciones en Laboratorio de inves-
tigación en Desórdenes Congénitos de 
Gli co si lación (CDG), microbiología, bio-
logía molecular, biofísica, química, físi-
ca, toxicología, técnicas farmacéuticas.

El Laboratorio LAPROBI del MSP del 
Cha co tiene un Centro Antirrábico y 
Labo ra to rio Regional y de Control y Aná-
li sis de Hemoterapia. Importante para 
la región del NEA.

III
Respecto al diagnóstico sobre la pro-
ducción estatal de medicinas y vacunas, 
por un lado, y las capacidades de los la-
boratorios estatales de realizar tareas 
de investigación y desarrollo, el análisis 
de entrevistas y trabajo de campo reali-
zado muestra que:

En primer lugar, con posterioridad 
a la creación de la Política Nacional de 
Me di ca mentos se han detectado ini-
ciativas tendientes a impulsar labora-
torios públicos. Es así como en el año 
2008, por iniciativa estimulada desde 
el Ministerio de Salud de la Nación, se 
creó el Programa de Producción Pública 
de Medicamentos, Vacunas y Productos 
Médicos. El objetivo del mismo es reali-
zar convenios para proveer medicamen-
tos al Programa Remediar + Redes a un 
precio muy inferior que los prevalecien-
tes en el mercado. La Argentina es el 
único país que produce localmente anti-
conceptivos destinados al Programa Na-
cio nal de Procreación Responsable. Ac-
tual mente existen casos en los cuales la 
provisión de medicinas por los laborato-
rios estatales al Programa Remediar in-
volucra costos bastante superiores a la 
oferta privada. Los laboratorios estata-
les producen más de 500 productos des-
tinados, en su mayoría a las patologías 
mas frecuentes de la población argenti-
na y a las enfermedades endémicas del 
país. La proporción de laboratorios es-
tatales con habilitación de ANMAT no 
llega al 10%. El peso de la producción 
en términos de su peso relativo el va-
lor reproducción de la actividad farma-
céutica, de estos laboratorios es del 15%. 
Cuantitativamente no es una fracción 
significativa, sin embargo, en términos 
distributivos tienen una incidencia posi-
tiva en la calidad de vida de la población 
argentina. La industria farmacéutica 
percibe que la industria local ha crecido 
en la última década en términos de pro-
ducción y exportaciones, porque su po-
sición relativa se modificó, aun cuando 
en conjunto la industria tiene una par-
ticipación similar en el Producto Bruto 
Interno según los registros obtenidos en 
la comparación del Censo de 2004 con 
los anteriores (Azpiazu, 2011).

En segundo lugar, la existencia de la-
boratorios públicos no tiene incidencia 
en la fijación de precios del mercado far-
macéutico, que es un oligopolio carac-
terizado por la presencia de empresas 
grandes que abastecen gran parte de la 
demanda y establecen un piso para los 
precios de sus productos que son, en tér-
minos internacionales, altos. Los labora-
torios estatales, que abastecen casi ex-
clusivamente a los hospitales, licitan en 
el mercado basando sus precios de ven-
ta en los precios vigentes. El conjunto de 
laboratorios estatales está constituido 
mayoritariamente por organizaciones 
industriales propiamente dichas. Sólo 
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algunos de estos son desprendimientos 
de las instituciones de Ciencia y Técnica. 
Hay excepciones destacables como los 
laboratorios LAFORMED de Formosa, 
Instituto Biológico de La Plata, PROZOME 
de Río Negro, LIF de Santa Fe, LEM de 
Rosario, entre otros. Necesitan, para la 
distribución de sus productos más allá 
de la jurisdicción a la cual pertenecen, 
de la habilitación de Administración 
Nacional de Medicamentos, Alimentos y 
Tecnología Médica (ANMAT) para su cir-
culación a nivel federal La minoría son 
empresas estatales con estructura pro-
pia y, en algunos casos, existen indicios 
de organización industrial más moder-
na, por ejemplo, la existencia de depar-
tamentos de I+D. Los demás son labo-
ratorios estatales, ya sea de jurisdicción 
nacional, provincial, municipal, universi-
taria o de las Fuerzas Armadas, aunque 
la minoría actúa como empresa del tipo 
Sociedad del Estado. Hay 3 o 4 socieda-
des comerciales, una sociedad estatal 
y sociedad anónima. Una decena de la-
boratorios obtuvieron habilitación de la 
ANMAT para algunos de los productos 
que elaboran, lo cual posibilita su distri-
bución en todo su territorio o en algunas 
provincias. Las farmacias hospitalarias 
producen, básicamente, para el consu-
mo de los pacientes de sus hospitales.

En tercer lugar, los productos certi-
ficados por el Administración Nacional 
de Medicamentos y Tecnología Médica 
son de diversa índole. Se habilitaron pa-
ra la distribución nacional los produc-
tos del Laboratorio de Hemoderivados 
de Córdoba, a otros, como Laboratorios 
LEMSE SE, ANMAT habilitó la producción 
a nivel nacional de productos esenciales 
para las patologías más comunes. Los 
Laboratorios Puntanos, de la Universidad 
de San Luis, es uno de los cuatro labora-
torios de producción pública de medica-
mentos (junto al LIF de Santa Fe, al LEM 
de Rosario y al LAFORMED de Formosa), 
que empezó a suministrar medicamen-
tos para el Plan Remediar en la ges-
tión anterior del Ministerio Nacional de 
Salud. Actualmente abastece a todos los 
centros de salud de la Provincia de San 
Luis y atiende requerimientos de otras 
entidades públicas del país.

En cuarto lugar, las potencialidades 
de algunos laboratorios estatales son 
destacables. El Labora to rio de He mo de-
ri va dos de Córdoba, de la Uni ver sidad 
Na cio nal de Córdoba, produce comple-
jos fármacos y abastece no sólo al país 
sino también a varios países de América 
La ti na. Los productos son diversos y de 

suma importancia para el tratamiento 
de patologías serias: la Albúmina Sérica 
Humana, expansor plasmático; gam-
maglobulinas o inmunoglobulinas o mo-
léculas concentradas que contienen los 
anticuerpos apropiados para agentes in-
fecciosos como hepatitis A, sarampión, 
rubeola en la embarazada y prevención o 
control de la varicela; la Inmunoglobulina 
G En do ve nosa UNC utilizada en In mu no-
de fi ciencias Pri marias y Secundarias, en 
la Púrpura Trom bocitopénica Inmune, 
en el Síndrome de Kawasaki y en el de 
Guillain Barré, en infecciones bacteria-
nas o virales graves, prevención de infec-
ciones en neonatos de bajo peso, preven-
ción del tétanos, y la Gamma Anti Rho 
UNC indicada en madres RH negativo. 
Otro desarrollo estatal interesante rela-
cionado con la aplicación de la biotecno-
logía a la elaboración de medicinas es el 
Instituto de Biología Mo le cu lar y Celular 
de Rosario (IBR), junto a la Universidad 
Nacional de Rosario (UNR). Los objetivos 
principales son la investigación, desarro-
llo y enseñanza de las Ciencias Biológicas. 
En 1995 un grupo de investigadores de la 
Facultad de Ciencias Bioquímicas con-
formó el Programa Multidisciplinario de 
Bio lo gía Experimental (PROMUBIE), tam-
bién dependiente del CONICET. Este pro-
grama de duración estimada de cuatro 
años fue elevado al rango de instituto y 
renombrado como IBR (Instituto de Bio-
lo gía Molecular y Celular de Rosario).

En quinto lugar, hay laboratorios pú-
blicos que realizan algunas presenta-
ciones de productos” huérfanos” y es-
tán, potencialmente, en condiciones de 
abastecer esta demanda más amplia-
mente. Es necesario mencionar que en 
la Argentina no existe una definición ofi-
cial. El Departamento de Farmoquímica 
de la Universidad, la Universidad Na cio-
nal de Córdoba se dedica a evaluar las 
necesidades de los mismos en el país y 
busca laboratorios que los produzcan. Se 
concluyó que muchas veces el principio 
activo no se conoce o si se conoce no es 
producido comercialmente porque no es 
económicamente rentable. Laboratorios 
de Hemoderivados de Córdoba elabora 
algunos productos huérfanos como el 
factor VIII, plasma, AntiD, albúmina in-
munológica; Talleres Pro te gidos produce 
una línea de productos para la tubercu-
losis y otra de psicofármacos, con auto-
rización de la ANMAT, y realiza su propio 
control de calidad desde el ingreso de la 
droga hasta el producto terminado, des-
tinado al sistema público de salud porte-
ño y a su red de atención de la tubercu-

losis. No tiene aun habilitación federal. 
Ac tual mente la Comisión Nacional de 
Energía Atómica (CNEA) está producien-
do el compuesto 153Sm-EDTMP, que se 
utiliza en el 60-80% de patologías onco-
lógicas, endocrinológicas, neurológicas 
y reumatológicas, mediante el empleo 
de radionucléicos emisores de partículas 
beta. Este producto cuenta con la habi-
litación para abastecer a todos los cen-
tros de salud del país Se prevé que el 
Laboratorio de la Facultad de Ciencias 
Bio químicas y Farmacéuticas de la Uni-
ver sidad Nacional de Rosario produzca 
medicamentos huérfanos tales como al-
bendazol, solución de fosfato, etionadia-
mida, acetatzolamida, beznizadol. A par-
tir del subsidio recibido en el año 2011 el 
Laboratorio Universitario de la Facultad 
de Ciencias Exactas de La Plata (UNLP), 
realiza investigación y desarrollo en me-
dicamentos huérfanos pediátricos; dro-
gas olvidadas, como antibotulínicos, 
antiarácnidos y antiofídicos, y el acondi-
cionamiento de la nueva planta de me-
dicamentos según la normativa estable-
cida por la ANMAT. Asi mismo, realizará 
investigación en la descomposición de 
dichos principios activos. Si continúa el 
apoyo estatal, el laboratorio estaría en 
condiciones de producir la cantidad su-
ficiente de 23 especialidades medicinales 
diversas a distribuir en hospitales, Cen-
tros de Atención Primaria y a programas 
específicos contra patologías muy fre-
cuentes tales como diabetes, epilepsia y 
asma, destinada a la población que care-
ce de obra social. 

En sexto lugar, la articulación entre 
la potencial demanda de medicamen-
tos y vacunas y la oferta pública de me-
dicamentos es muy compleja debido a la 
inexistencia de mecanismos institucio-
nales de articulación de los objetivos de 
una gran variedad de actores de diferen-
tes jurisdicciones del sector público. Una 
ilustración de esta situación es el conve-
nio que tiene actualmente el Instituto 
Nacional de Servicios Sociales para Ju bi-
la dos y Pensionados (INSSJP), organismo 
público no estatal dependiente del Mi-
nis te rio de, con la industria farmacéuti-
ca, que se firmó en el año 2000. Este ac-
tor modela alrededor de un tercio de la 
demanda potencial del mercado; sin em-
bargo, como el vademecum utilizado es 
del año 1996 hay medicamentos nuevos 
que no están contemplados, y su acce-
so requiere gestiones especiales por par-
te de los pacientes. Sin duda, es uno de 
los más importantes compradores y tie-
ne fuerte incidencia en el mercado de la 
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salud permitiendo evaluar la potencial 
demanda de cada producto si el mismo 
se adecua. La información recogida du-
rante la investigación refuerza la hipóte-
sis inicialmente planteada de que estas 
empresas constituyen un conjunto muy 
heterogéneo de instituciones, que pro-
ducen remedios y que carecen de meca-
nismos de coordinación entre la deman-
da potencial de medicamentos públicos 
y la oferta estatal de fármacos. La cau-
sa fundamental de la misma es la frag-
mentación del sistema de salud y la di-
versidad de pertenencia institucional de 
los mismos por jurisdicción, así como la 
de la variedad de instituciones que in-
tervienen en los mecanismos de ajus-
tes entre oferta estatal y demanda de 
medicamentos para las patologías más 
frecuentes de la población argentina, de 
vacunas, enfermedades endémicas y la 
oferta pública de medicamentos (Anllo, 
Cetrángolo, 2008). En Argentina la máxi-
ma autoridad en salud es el Ministerio de 
Salud de la Nación, el cual no tiene po-
testad en otras jurisdicciones en el sis-
tema institucional actual. Las políticas 
muy activas de entes como la Red de 
Laboratorios Públicos de la Argentina, el 
Grupo de Gestión de Políticas de Estado 
en Ciencia y Tecnología, que incluye el 
Instituto Nacional de Tecnología In dus-
trial (INTI), Comisión de Energía Atómica 
(CNEA), Instituto Malbrán, otras institu-
ciones de ciencia y técnica descentrali-
zadas y el conjunto de universidades na-
cionales y provinciales, han permitido el 
avance de la producción estatal logrado 
hasta el presente.

En la medida en que avanzábamos 
en la investigación se nos planteó la in-
cógnita de si es factible que la oferta de 
los laboratorios públicos abastezcan la 
demanda y si están en condiciones de 
realizar un desarrollo significativo en in-
vestigación básica médica y farmacoló-
gica, o sea, si los objetivos planteados 
por los integrantes de la Red Nacio nal de 
Laboratorios Públicos –RELAP– son via-
bles quienes estiman que en este año, 
aproximadamente,serían capaces de 
abastecer las demandas de medicamen-
tos del sector público y de los programas 
especiales (Rachid, 2010, Cá te dra Libre 
de De re chos Humanos, 2009). En efecto, 
el impulso a la producción pública con 
la creación del Pro gra ma de Producción 
Pú bli ca de Me di ca men tos, Vacunas y 
Pro duc tos Médicos en el año 2008 y la 
aprobación de la Ley 26.688/2011 de In-
ves ti gación y Pro ducción Pública de Me-
di ca mentos como bienes sociales para 

proveer medicamentos a los Programas 
nacionales tales como Remediar + Redes, 
PROFE, Plan Nacer entre otros es una 
fuerte señal de que el Es tado prevé rea-
lizar inversiones en la producción públi-
ca de medicamentos. Es pe cí fi ca mente, 
el artículo 12 de dicha Ley sostiene que 
el régimen de producción pública “debe 
ser solventado con las partidas específi-
cas correspondientes a la jurisdicción 80 
–Mi nis terio de Salud–, de acuerdo con 
lo establecido por el presupuesto gene-
ral para la administración pública nacio-
nal” (Farmacéuticos Sin Fronteras de Ar-
gen tina, 2012). Sin embargo, casi a un año 
de su sanción la Ley no ha sido reglamen-
tada, limitando el avance de la iniciativa.

Estas señales abren nuevos inte-
rrogantes, que son actualmente temas 
de debate en la industria farmacéuti-
ca y demandan una decisión del Estado 
sobre política industrial. Dada la im-
portancia de las actividades de inves-
tigación y desarrollo de la industria far-
macéutica nuestro interés es analizar 
formas posibles de destinar el financia-
miento del Estado. La primera de las al-
ternativas planteadas por la industria 
nacional es la de solventar un plan de 
desarrollo basado en la financiación de 
I&D para la industria nacional. Otra al-
ternativa es diseñar cuidadosamente la 
forma de articular investigación y desa-
rrollo estatal que se articule con los di-
ferentes organismos que la conforman. 
En este sentido, el modelo de política in-
dustrial debe diseñar un perfil de coor-
dinación de la política científica y tec-
nológica con la producción nacional de 
medicamentos, especialmente los esen-
ciales para cubrir las patologías más co-
munes de la población argentina. 

La evaluación de una estrategia o 
modelo de desarrollo de la industria ma-
nufacturera requiere un estudio detalla-
do de fondos públicos existentes y de una 
seria asignación de costos que asegure 
que los fondos invertidos rindan efecti-
vamente en mejorar la capacidad de in-
vestigación y desarrollo público, el ma-
yor acceso a medicamentos por parte de 
la población más vulnerable del país, en 
especial considerando a los medicamen-
tos como bienes meritorios que mejoran 
la calidad de vida de la población que no 
tiene otra cobertura que la pública y que 
supera al 50% en algunas regiones.

La evaluación de las hipótesis de 
nuestra investigación amplifica el pa-
norama planteado inicialmente. Una hi-
pótesis que sólo puede ser contrastada 
con la experiencia, es que del conjunto 

de políticas de intervención disponibles 
el suministro gratuito de medicamentos 
constituye la modalidad de financiación 
que hace accesible medicamentos de 
forma más amplia y equitativa a la po-
blación más necesitada, particularmen-
te en situaciones de emergencia sanita-
ria y social. Una política de intervención 
de este tipo exige mecanismos claros 
entre los responsables del sistema de 
salud y los productores de medicamen-
tos (Zerdá et al, 2001:36). La causa fun-
damental de la dificultad de desarrollo 
de una red los laboratorios públicos es 
que en la Argentina, la fragmentación 
del sistema de salud es muy elevada. La 
provisión de servicios de salud y los or-
ganismos involucrados, incluidos los la-
boratorios, dependen de jurisdicciones 
nacionales, provinciales y municipales. 
Los problemas de articulación entre la 
potencial demanda de medicamentos 
para las patologías más frecuentes de la 
población argentina, de vacunas, enfer-
medades endémicas y la oferta pública 
de medicamentos es muy compleja de-
bido a que la posibilidad de compatibi-
lizar los objetivos de una gran variedad 
de actores de diferentes jurisdicciones 
del sector público es muy difícil

Este modelo de política industrial 
tiene como condición necesaria el es-
labonamiento de la política científica y 
tecnológica con la producción nacional 
de remedios. Otro fuerte argumento 
para que el Estado diseñe un programa 
coordinado entre todas las institucio-
nes involucradas (los Ministerios de Sa-
lud nacionales, provinciales y munici-
pales, los organismos que integran el 
Com ple jo Científico y Tecnológico y el 
Mi nis te rio de Ciencia, Tecnología e In-
no va ción Pro duc tiva, la Secretaría de 
Industria y Co mer cio, el Ministerio de 
Relaciones In ter na cio na les, Comercio 
Exterior y Cul to) es que podría pro-
moverse la investigación básica esta-
tal, en especial la destinada a producir 
medicamentos huérfanos, esenciales 
y los necesarios para el tratamien-
to de enfermedades endémicas de la 
Argentina. Esta política requiere dise-
ño de alternativas para trascender las 
limitaciones institucionales que en-
frentan los laboratorios públicos en el 
país, especificaciones sobre las opcio-
nes de política sectorial que superen 
las dificultades que enfrenta la provi-
sión de salud pública en la Argentina, 
posibilidades de los laboratorios pú-
blicos de desarrollar actividades de 
Investigación y Desarrollo (I-D). �
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